
1. Introducción
El presente estudio tiene por objeto analizar la aparición,

desarrollo y terminación de una política pública muy concreta,
la relativa al reconocimiento de la condición de objetor de con-
ciencia al servicio militar y a la gestión de la prestación social
sustitutoria, desarrollada entre los años 1978 y 2001. 

Se ha puesto especial atención en cuatro clases de fuentes. En
primer lugar, el libro editado por el propio Ministerio de Justicia, La
Objeción de Conciencia y la Prestación Social Sustitutoria en España,
muy útil por la gran cantidad de información que recoge1. En se-
gundo lugar, la prensa periódica de la época, con noticias muy
abundantes sobre la materia. En tercer lugar, los Informes anuales
del Defensor del Pueblo, en los que se recogen las diversas quejas re-
cibidas. Y en cuarto lugar, los Diarios de Sesiones del Congreso de
los Diputados y del Senado, que recogen las comparecencias de los
altos cargos competentes en la materia ante las correspondientes co-
misiones parlamentarias, y que son muy significativas, pues los co-
mentarios y preguntas de los parlamentarios reflejan el sentir políti-
co y social sobre la materia; y los de los altos cargos a su vez reflejan
las actuaciones y resultados de la política pública2.

El estudio permite comprobar las enormes dificultades para
implantar una política pública, previamente decidida y reflejada
en los correspondientes textos normativos, cuando se produce
una oposición, activa o pasiva, por parte de los diversos actores y
destinatarios, lo que exige una gran voluntad política, que mu-
chas veces no existe o se vacía ante tal oposición.

2. Los comienzos de la
política pública

1. Los antecedentes en la época preconstitucional

Durante muchos años la cuestión de los objetores que se ne-
gaban a realizar el servicio militar fue cuantitativamente insigni-
ficante, en cuanto afectaba a muy pocas personas, principalmen-
te Testigos de Jehová, pero cualitativamente muy importante, ya
que planteó graves problemas políticos, hasta el punto de que las
Cortes franquistas llegaron a rechazar los proyectos del Gobier-
no dirigidos a conseguir la despenalización de estas conductas.
Hubo que esperar a 1976 para alcanzar una solución provisio-
nal: el Real Decreto 3011/1976, de 23 de diciembre (luego de-
sarrollado por Circular del Ministerio de Defensa de 8 de no-
viembre de 1977), fue la primera norma que reconoció una
objeción al servicio militar no constitutiva de delito. Esta nor-
ma, que regulaba las prórrogas de incorporación a filas por moti-
vos de objeción de carácter religioso, enfocaba la cuestión como
una prórroga por razones de interés nacional. 

2. Las previsiones de la Constitución de 1978

Los constituyentes de 1978 optaron por contemplar expresa-
mente el problema de la objeción de conciencia y buscaron una
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solución de compromiso: la Constitución recogió sin discusión
alguna la existencia del servicio militar obligatorio, pero intro-
dujo la previsión de la objeción de conciencia, a la que calificaba
como causa de exención de aquél, remitiéndose a una futura de-
cisión legislativa para regular esta materia, añadiendo que se po-
día establecer una prestación social sustitutoria.

3. La falta de desarrollo de la política pública durante
muchos años. El revulsivo del Tribunal Constitucional

Durante varios años, los poderes públicos no adoptaron nin-
guna decisión, aunque se elaboraron varios proyectos. Y, sin em-
bargo, los problemas seguían planteándose. Hasta que varios de
tales problemas llegaron al Tribunal Constitucional. Éste declaró
que la objeción de conciencia era un derecho reconocido por la
Constitución, por lo que no necesitaba de un desarrollo legislati-
vo para su aplicación inmediata, concretándose su contenido
esencial en el aplazamiento de la incorporación a filas: por tanto,
mientras no se regulase el procedimiento para el reconocimiento
de la condición de objetor, éste estaba exento del deber de incor-
porarse a filas, quedando en situación de «incorporación aplaza-
da» (Sentencia 15/82, de 23 de abril). Ello obligaba al legislador
a incluir el problema en su agenda, pues de lo contrario los afec-
tados se beneficiarían de una exención del servicio militar sin
contrapartida de una prestación sustitutoria.

4. La regulación por normas con rango de ley en 1984

Sobre esta base se legisló en 1984 acerca de la objeción de
conciencia al servicio militar. La regulación se desglosó, por mo-
tivos formales, en dos normas con rango de ley, aprobadas am-
bas el 26 de diciembre de 1984: la Ley Orgánica 8/1984, que re-
gulaba cuestiones jurisdiccionales y penales; y la Ley 48/1984,
que regulaba la objeción de conciencia y la prestación social sus-
titutoria.

La regulación establecía que los objetores debían declararse
tales. Para asegurar la seriedad de esa declaración se contemplaba
un órgano colegiado (el Consejo Nacional de Objeción de Con-
ciencia) encargado de examinarla y de reconocer la condición de
objetor. Éstos estaban obligados a realizar una prestación, consis-
tente en una actividad de utilidad pública en alguno de los sec-
tores legalmente previstos, en entidades dependientes de las Ad-
ministraciones o en entidades sin fin de lucro que sirvieran el
interés general de la sociedad.

La Exposición de Motivos de la Ley, tras indicar que la obje-
ción de conciencia constituía una derivación del derecho a la li-
bertad ideológica, religiosa y de culto, añadía que los principios
en los que se basaba la regulación eran los siguientes:

— Máxima amplitud en cuanto a las causas de la objeción,
con la mínima formalidad posible en el procedimiento y
la mayor garantía de imparcialidad en cuanto a la decla-
ración.

— Eliminación de toda discriminación entre quienes cum-
plieran el servicio militar y los objetores de conciencia.

— Previsión de garantías suficientes para asegurar que la ob-
jeción de conciencia no sería utilizada, en fraude de la
Constitución, como una vía de evasión del cumplimiento
de los deberes constitucionales. De hecho, se concretaba
en una duración de la prestación social superior a la del
servicio militar, que debería fijarse por Real Decreto. Ade-
más, el Consejo podía denegar la solicitud cuando, sobre
la base de los datos e informes de que dispusiera, percibie-
ra incongruencia entre los motivos y manifestaciones ale-
gados por los solicitantes y las conclusiones que se des-
prendieran de las actuaciones obrantes en el expediente. 

— Consecución de que el cumplimiento de la prestación re-
dundara en beneficio de la sociedad y del propio objetor.

La regulación se completaba con un régimen sancionador;
así como con la tipificación de una serie de delitos (la ausencia
arbitraria, la falta de incorporación y la negativa a cumplir la
prestación) castigados con penas privativas de libertad.

5. El rechazo de la Ley por los destinatarios de la misma

La regulación de 1984 provocó importantes rechazos de tipo
jurídico, político, ideológico y social. En concreto, el Defensor
del Pueblo interpuso un recurso de inconstitucionalidad y la Au-
diencia Nacional planteó varias cuestiones ante el Tribunal
Constitucional, lo que suponía una deslegitimación implícita de
la regulación, en cuanto se ponía en duda la constitucionalidad
de ésta. 

También los movimientos de objetores de conciencia se opu-
sieron a la nueva regulación y a su aplicación, que, en conse-
cuencia, no logró integrar a sus presuntos destinatarios, de for-
ma que trataba de resolver unos problemas cuyos afectados no
aceptaban sus soluciones. Es muy significativo que, de los
15.208 objetores reconocidos a 31 de diciembre de 1986, 5.322
de ellos rehusaran la prestación como Testigos de Jehová; 5.474
rehusaran la prestación en un escrito colectivo del Movimiento
de Objeción de Conciencia; 304 solicitaran la exención de la
prestación; y sólo 4.108 (es decir, un 27%) se abstuvieran de rea-
lizar especiales manifestaciones (MJ, 165). Sorprendentemente,
como veremos, la Ley fue pronto acogida por otros sectores en
los que no se había pensado.
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6. El atraso en la puesta en práctica de la política pública

La Ley exigía un desarrollo tanto reglamentario como organi-
zativo, lo que se produjo de manera muy parcial en los primeros
momentos, como consecuencia de la situación de incertidumbre
derivada de los recursos y cuestiones de inconstitucionalidad
planteados, y que no fueron resueltos por el Tribunal Constitu-
cional hasta 27 de octubre de 1987. Se mantuvo así empantana-
do un problema que seguía siendo cualitativamente importante,
pero de una importancia cuantitativa aún muy escasa, aunque
creciente. 

En un primer momento, como decimos, sólo se desarrolló
un aspecto muy concreto, la organización del Consejo Nacional
de Objeción de Conciencia y el reconocimiento de la condición
de objetor, por Real Decreto 551/1985, de 24 de abril, Regla-
mento promovido por los Ministerios de Presidencia y Justicia.
Es decir, se desarrolló únicamente una de las dos patas en las que
se basaba el sistema, el reconocimiento de la condición de obje-
tor, mientras que dejó sin desarrollarse la regulación de la presta-
ción social. Ello supuso el comienzo de la producción de la bolsa
de objetores reconocidos, pero que sin embargo no podían reali-
zar ningún tipo de prestación, al no haberse estructurado ésta.

7. La constitución y funcionamiento del Consejo Nacional
de Objeción de Conciencia para el reconocimiento de la
condición de objetor

La dependencia y composición del Consejo Nacional de
Objeción de Conciencia, constituido el 13 de junio de 1985,
reveló desde el primer momento sus disfuncionalidades. Según
la Ley, se integraba en el Ministerio de la Presidencia, es decir,
en un Ministerio que constituía un cajón de sastre. Pero por
Real Decreto 1519/1986, de 25 de julio, las funciones asigna-
das al Ministerio de la Presidencia en materia de objeción se
atribuyeron al Ministerio de Justicia, adscribiendo a éste los ór-
ganos correspondientes.

Por lo que se refiere a la composición del Consejo, la inter-
vención del Ministerio de Defensa era muy minoritaria. Sólo
uno de sus cinco miembros era designado por ese Ministerio.
Por el contrario, el Ministerio de Justicia nombraba dos. 

Por lo que se refiere a las funciones del Consejo, la Ley era
muy oscura en su regulación, fuera del aspecto del reconoci-
miento de la condición de objetor, ya que no existía una clara
delimitación de competencias con el órgano de gestión e inspec-
ción del régimen de la prestación social previsto en la Ley. En un
primer momento parecía pensarse que el Consejo iba a ser el ór-
gano encargado de asignar las plazas y de desarrollar gran parte
de las funciones que luego se asignarían a la Oficina para la Pres-

tación Social de los Objetores de Conciencia o, al menos, la fun-
ción de dirigir a ésta3. 

Por lo que se refiere a la dinámica real de los hechos, el Con-
sejo reveló muy pronto su absoluta inutilidad. Teóricamente su
función era la de examinar las solicitudes de reconocimiento de
la condición de objeción y rechazar las que no fueran serias. Pero
su actividad de comprobación fue nula, como lo demuestra el
hecho de que la proporción entre los declarados y reconocidos
era muy alta; debiéndose la mayor parte de las denegaciones de
reconocimiento a motivos formales y a supuestos de imposibili-
dad del reconocimiento (mujeres, menores de edad, etc.). La
«exposición detallada de los motivos de conciencia» en la prácti-
ca quedó reducida a una mera invocación de «motivos religiosos,
éticos, morales, humanitarios y filosóficos», sin mayores especifi-
caciones. Lo cual acredita que la función de este órgano era me-
ramente nominal y que realmente para tal función no era nece-
sario un órgano como el contemplado por la Ley4. 

8. La Oficina para la Pestación Social de los Objetores de
Conciencia como órgano de gestión de la prestación

La Ley contemplaba la creación de un órgano en el Ministe-
rio de la Presidencia para la gestión e inspección de la prestación,
y justificaba su integración en este Ministerio por el carácter co-
ordinador del mismo, así como con el argumento de que en la
materia estaban implicados varios Ministerios. Pero de hecho el
encuadre orgánico era muy discutible, ya que en este punto real-
mente no se ejercían funciones de coordinación, y si algún tipo
de coordinación era requerido, realmente lo era con las Comuni-
dades Autónomas y corporaciones locales, que eran, como luego
veremos, las competentes en los sectores en que podía realizarse
la prestación. 

En cumplimiento de lo previsto en la Ley, se creó en el Mi-
nisterio de la Presidencia una Oficina para la Prestación Social
de los Objetores de Conciencia, que pasó después a depender de
la Subsecretaría de Justicia (Real Decreto 1519/1986, de 25 de
julio). 

Esta Oficina tenía encomendada la creación de plazas me-
diante la firma de conciertos con determinadas entidades, para
que los objetores pudieran realizar la prestación en ellas. Por lo
que se refiere a los objetores, las funciones de la Oficina comen-
zaban tras el reconocimiento de la condición de tal por el Con-
sejo, y consistían en determinar su situación mediante la conce-
sión, en su caso, de exenciones o aplazamientos; ordenar la
incorporación de los mismos a la prestación social; y efectuar el
seguimiento e inspección de la prestación. 

Cabe observar, pues, que las funciones eran de mero encua-
dramiento y de seguimiento de la prestación, puesto que la Ley

El desarrollo de una política pública: el reconocimiento de la objeción de conciencia y la prestación social sustitutoria

GAPP nº 23. Enero / Abril 2002 25



Estudios varios

preveía que la prestación social se realizaría en las entidades con
las que se firmaran los correspondientes conciertos.

9. La aprobación del Reglamento de la Prestación Social y
sus vicisitudes judiciales

No obstante, la Oficina no podía comenzar sus tareas de bús-
queda de plazas y de gestión directa con los objetores hasta que
no existiera un Reglamento de la Prestación Social. La aproba-
ción de este Reglamento, sin embargo, se demoró hasta que el
Tribunal Constitucional resolvió los recursos que ponían en duda
la constitucionalidad de la Ley. Eliminada esta fuente de incerti-
dumbre, el Reglamento se aprobó por Real Decreto 20/1988, de
15 de enero de 1988. 

Sin embargo, ese Reglamento fue recurrido ante el Tribunal
Supremo, abriéndose otra vez la situación de incertidumbre, que
se agravó cuando este Tribunal dictó Sentencia de 12 de enero
de 1990 declarándolo contrario a Derecho, por haberse dictado
sin previo trámite de audiencia a los interesados. En estas cir-
cunstancias, la Administración se vio obligada a interponer re-
curso de revisión ante el propio Tribunal Supremo, que, si bien
suspendió la ejecución de la Sentencia y al final estimó el recurso
por Sentencia de 21 de noviembre de 1990, prolongó la situa-
ción de incertidumbre. Por fin, por Sentencia de 18 de junio de
1991 se declaró la validez del Reglamento (MJ, 219). 

El resultado de todo ello fue una victoria pírrica para el Mi-
nisterio de Justicia. Por un lado, supuso una nueva pérdida de le-
gitimidad del sistema, ya que hacía suponer la existencia de múl-
tiples defectos en las normas reguladoras de la materia, y
demostraba la oposición de numerosos actores, entre ellos, los
órganos judiciales. Por otro lado, supuso un notable retraso en el
desarrollo de esa política pública, pues durante el periodo en
cuestión la actividad administrativa estuvo prácticamente parali-
zada, ante la eventualidad de que el Reglamento fuera declarado
definitivamente inválido, con el consiguiente problema de los
efectos de los actos realizados en su aplicación. Sólo después de
dictarse la Sentencia de 18 de junio de 1991 pudo actuarse con
un mínimo de seguridad. 

10. La «amnistía» de los objetores anteriores a 1988

Nótese que el Reglamento de la prestación social sustitutoria
se aprobó nada menos que a los 9 años de la Constitución; y su
definitiva validez se produce a los casi 13. Entre tanto, muchos
jóvenes se habían ido declarando objetores y el Consejo los ha-
bía reconocido como tales. Y, sin embargo, la falta del Regla-
mento de la Prestación Social había impedido la realización del
servicio sustitutorio. 

Ello planteaba una serie de problemas. Por un lado, se había
creado una bolsa de objetores —que entonces parecía importan-
te—, a la que no se podía dar salida por no haberse creado aún
las correspondientes plazas para realizar la prestación.

Además, por el transcurso de un tiempo tan largo, muchos
de los objetores habían alcanzado edades relativamente elevadas,
y habían ido consolidando unas situaciones personales (matri-
monio, hijos, trabajo) difícilmente compatibles con una presta-
ción social forzosa mínimamente rigurosa. Era evidente que su
llamamiento para hacer tal prestación iba a dar origen a numero-
sos y difíciles problemas personales y familiares. Hay que recor-
dar que por entonces la edad no constituía una causa de exen-
ción, sino sólo de reducción del servicio militar, al menos hasta
llegar a la edad de licencia absoluta a los 34 años.

De ahí que se adoptara una decisión complementaria por
Real Decreto 1442/1989 de 1 de diciembre: una exoneración de
sus obligaciones, mediante su pase directo a la reserva, a todos
los que se hubieran declarado objetores antes de 10 de febrero de
1988. 

Es muy significativa la terminología utilizada para referirse a
esta exoneración de la prestación: se habló entonces de una «amnis-
tía», como si el cumplimiento de tal prestación constituyera una
sanción penal, y no una mera obligación sustitutoria del servicio
militar, con lo que suponía de deslegitimación de la institución. 

La medida supuso un alivio tanto para las personas afectadas
como para el propio Ministerio de Justicia, que se deshacía de
una bolsa importante de objetores para la que no existían plazas
de prestación. Pero socialmente empezó a cundir la idea de que
el declararse objetor podía constituir una vía para evitar el cum-
plimiento tanto de las obligaciones militares como de las posi-
bles obligaciones subsidiarias. Desde este punto de vista, los as-
pirantes a objetor podían contemplar la realización de la
prestación como un juego de azar: ciertamente existía la posibili-
dad de que el interesado fuera llamado para cumplirla al cabo de
varios años, con el consiguiente perjuicio, pero el riesgo de que
ocurriera parecía en aquella época muy reducido5.

3. El desarrollo de la política
pública entre 1989 y 1993

1. La estructura organizativa

Una vez aprobado el Reglamento de la Prestación Social, con
los matices ya indicados, se abría el camino para el pleno de-
sarrollo de esta política pública. En aquel momento, como he-
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mos dicho, existía ya una estructura administrativa, en concreto
el Consejo y la Oficina, siendo esta última la encargada de ges-
tionar la prestación social. Ambos órganos tenían un funciona-
miento independiente, sin que existiera más coordinación que la
derivada de su común integración en la Subsecretaría de Justicia. 

A ello hay que añadir que durante mucho tiempo la organi-
zación fue bastante precaria, lo que quedó reflejado en los pro-
pios presupuestos de gastos. En concreto, se pasó de un presu-
puesto de 568 millones de pesetas en 1986 a otro de sólo 74
millones en 1988. En 1989 se elevó a 1.125 millones, pero luego
fue reduciéndose, hasta pasar a 843 millones en 1992. Pero ade-
más los presupuestos no sólo eran reducidos, sino que ni siquiera
se ejecutaban. Así, en 1988 el presupuesto sólo se ejecutó en un
12%, mientras que los presupuestos de 1989, 1990 y 1991 se
ejecutaron, respectivamente, en el 54%, 52% y 76% (MJ, 172-
173 y 175).

2. El incesante aumento del número de objetores

La organización estuvo siempre desbordada por las necesida-
des. En este periodo (1989-1993), en efecto, se produjo un salto
sustancial en las declaraciones de objeción, que pasaron de
13.130 en 1989 a 68.209 en 1993 (MJ, 147). Este dato iba a ser
determinante de toda la política seguida en la materia, ya que los
órganos competentes tenían que hacer frente a esta avalancha y
tratar de cumplir las previsiones legales.

Ante esta situación, habría que preguntarse por las causas de
la amplitud de la objeción de conciencia y por el perfil de quie-
nes se declaraban tales.

Como ya hemos indicado, el colectivo al que realmente iba di-
rigida la regulación no la aceptó. La mayor parte de los verdaderos
objetores de conciencia realmente no se integraron en el sistema,
sino que pasaron a la insumisión pura y simple, con las conse-
cuencias penales procedentes. La oposición al sistema se encarnó
en los movimientos de objeción de conciencia y antimilitaristas.

Sin embargo, inmediatamente comenzaron a declararse obje-
tores muchos jóvenes con el propósito confesado de evitar el servi-
cio militar. En este periodo, el perfil del objetor tenía unas caracte-
rísticas bastante homogéneas. La objeción de conciencia era
todavía un fenómeno minoritario (en relación con todo el colecti-
vo de jóvenes en principio llamado a cumplir sus obligaciones mi-
litares), siendo el objetor una persona de cierta edad, residente en
un medio urbano y con estudios superiores o medios. Es muy sig-
nificativo el dato de que quienes se declaraban objetores no lo ha-
cían en la fecha del reemplazo, sino desde una situación de aplaza-
miento por estudios. Es también muy significativo que el
porcentaje de objetores que trabajaba era superior a la media de
jóvenes de su edad, y su empleo más cualificado (MJ, 166-167). 

Todo ello revela que el motivo real de muchos de los que se
declaraban objetores no era el de ser contrarios al uso de las ar-
mas, sino el de evitar el cumplimiento de unas obligaciones mili-
tares incompatibles con el trabajo o los estudios o con la vida
que se venía llevando, con la creencia de que ello tampoco con-
llevaría la realización de una prestación social. El propio sistema
contribuía a que los objetores aspiraran incluso a eximirse de la
propia prestación, bien por la falta de plazas para realizarla (lo
que haría imposible su llamamiento); bien por la esperanza de
nuevas «amnistías» como la del año 1989; bien por tratar de
conseguir una exención o, al menos, una reducción del periodo. 

En efecto, en los primeros tiempos, en que la demora en el
llamamiento era tanta, se aprovechó por muchos para dilatar has-
ta el final las prórrogas del servicio militar y declararse entonces
objetor, de modo que, mientras se les reconocía tal condición y se
les llamaba, podían alcanzar los 28 años, edad que suponía la re-
ducción de la prestación a nueve meses (la mitad de la ordinaria);
o incluso la exención por sostenimiento familiar. Posteriormente,
con la entrada en vigor de la Ley del Servicio Militar de 1991,
que suprimió la reducción por edad, sustituyéndola por una
exención a partir de los 30 años, numerosos objetores quedaron
exentos por alcanzar esta edad sin haber sido llamados6. Empezó
a hablarse entonces del «objetor de conveniencia», caracterizado
por su intención de evitar la realización del servicio militar, sin
que su actitud fuese realmente antimilitarista o pacifista. 

Por otro lado, determinadas circunstancias indudablemente
incidieron en el espectacular aumento de objetores. Entre ellas
cabe destacar, muy especialmente, la psicosis que se desató con
motivo de la guerra del Golfo y el envío de fragatas españolas
con marineros de reemplazo en los años 1990 y 1991. Efectos
parecidos se produjeron ante la aparición de determinadas noti-
cias luctuosas en el ámbito militar (muertes por accidentes, mal-
tratos y novatadas en los cuarteles, abusos de autoridad, etc.).

Para asegurar la seriedad de la declaración de objetor, se esta-
bleció una duración de la prestación social superior a la del servi-
cio militar, que se creía disuasoria7. El Reglamento de la Presta-
ción Social de 1988 fijó la duración de ésta en 18 meses (la del
servicio militar era de 13). Posteriormente la duración de la pres-
tación se fijó en 13 meses (Real Decreto 525/1992 de 22 de
mayo), como consecuencia de la reducción del servicio militar a
9 meses. Sin embargo, esta mayor duración no supuso un freno
excesivo a la avalancha de declaraciones de objeción. 

¿Cómo reaccionó el Ministerio de Justicia ante esta situa-
ción? Teóricamente podía seguir varias políticas: dado que su ta-
rea fundamental era conseguir que los objetores pudieran reali-
zar la prestación, podía optar bien por la reducción de la oferta
de objetores, bien por el aumento de plazas de prestación que
asumiera dicha oferta. Veamos qué fue lo que hizo. 
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3. La labor de reconocimiento por parte del Consejo
Nacional de Objeción de Conciencia

La función del Consejo era la de garantizar la seriedad de las
declaraciones de objeción. Sin embargo, ante la avalancha de és-
tas, el Consejo siguió actuando como lo había hecho hasta en-
tonces, aduciendo que no podía entrar a valorar los motivos de
objeción, entendiendo esto de una manera absoluta, ya que
prácticamente sólo por motivos formales o por carencia absoluta
de fundamento se denegaba el reconocimiento de la objeción8. 

Se daban así casos sorprendentes de reconocimientos como
objetores de conciencia a personas que habían cometido hechos
violentos; a policías municipales —que forman parte de un
Cuerpo funcionarial que, por definición legal, es armado—; a
personas que luego habían tratado ingresar como personal profe-
sional de tropa y marinería; a personas que trabajaban en esta-
blecimientos militares, etc.9.

De esta forma, los reconocimientos de la condición de obje-
tor pasaron en este periodo de 12.140 a 46.084. 

En estas circunstancias, toda la actuación del Ministerio de
Justicia y, en particular, del Consejo Nacional de Objeción de
Conciencia, partió de una hipótesis que inmediatamente se de-
mostró falsa: considerar que la declaración de objeción era una
opción de minorías. Al renunciar a adoptar toda medida de con-
trol, la opción era elegida por cada vez más personas, con lo que
el modelo de servicio militar obligatorio y de un servicio subsi-
diario —y, en consecuencia, minoritario— se convertía a la larga
en inviable. 

4. La política de creación de plazas para la realización de la
prestación social

Partiendo de la base de la existencia de objetores reconocidos
como tales que debían realizar su prestación, la primera cuestión
que se planteaba era la de determinar los sectores en los que se
podría desarrollar ésta.

La propia Ley, luego concretada por el Acuerdo del Consejo
de Ministros de 11 de marzo de 1988, indicaba los posibles sec-
tores: protección civil; conservación del medio ambiente, mejora
del medio rural y protección de la naturaleza; servicios sociales;
servicios sanitarios; programas de cooperación internacional; y
educación y cultura. 

No obstante, no parece que se tuviera mucha fe en la eficacia
de la prestación social, al menos en el plano legislativo. Sólo dos
Leyes estatales sectoriales aludían a la prestación. Una era la Ley
13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusváli-
dos, dictada cuando aún no estaba regulada la prestación social,

siendo muy genérica la mención que se hace a ésta en su art.
64.3. La otra Ley era la 2/1985, de 21 de enero, de Protección
Civil, que se limitaba a establecer una obligación especial de co-
laboración de los objetores. En el ámbito autonómico sólo en el
sector de los servicios sociales se dictaron leyes autonómicas que
aludían tangencialmente a la prestación, sin ningún detalle, y
confundiendo en muchas ocasiones la institución de la presta-
ción social con la del voluntariado10.

Desde otra perspectiva, salta inmediatamente a la vista que,
salvo la cooperación internacional, los sectores en los que se po-
día realizar la prestación no eran de la competencia del Estado,
sino de las Comunidades Autónomas (salvo en aquellas en que
las competencias de salud y educación aún no estaban transferi-
das) y de los entes locales (Ayuntamientos y Diputaciones). 

Esta circunstancia ya de por sí excluía la posibilidad de que
los objetores dependieran jerárquicamente de un órgano del Es-
tado encargado de gestionar los servicios en los que interven-
drían aquéllos, al modo de lo que ocurría en el servicio militar,
en el que los militares de reemplazo formaban parte de una es-
tructura jerarquizada integrada en el Ministerio de Defensa.
Además, en los sectores en que debía realizarse la prestación ya
existían organismos y entidades encargados de la gestión de tales
competencias. 

Por otra parte, la Ley establecía expresamente que la realiza-
ción de la prestación no debía suponer dependencia orgánica de
instituciones militares. 

Por ello, las funciones de la Oficina contempladas en la Ley
se reducían a facilitar objetores a las entidades con competencias
o que realizaban actividades en los sectores previstos y, en su
caso, a inspeccionar el cumplimiento de la prestación. 

Asimismo, la Ley optó por un sistema de voluntariedad de las
entidades en lo referente a la recepción de objetores, lo que jurí-
dicamente se concretaba en la necesidad de firmar los correspon-
dientes conciertos. Es decir, el Estado renunciaba a imponer obli-
gatoriamente objetores a las entidades, siendo éstas las que, en
caso de estar interesadas, debían solicitarlos al Ministerio de Justi-
cia. La Ley otorgaba preferencia a las Administraciones Públicas a
la hora de realizar la prestación, pero también podía realizarse en
entidades privadas. No obstante, con el fin de evitar un excesivo
«minifundismo», se decidió que los conciertos debían contemplar
un número mínimo de tres puestos para objetores.

En consecuencia, una de las primeras tareas de la Oficina fue
la de buscar plazas, para lo cual era necesario contar con el con-
sentimiento de las entidades, mediante la correspondiente nego-
ciación. A estos efectos, el Ministerio de Justicia manejaba una
serie de argumentos. El más evidente era el de la utilidad que
para la propia entidad supondría la realización de tareas de utili-
dad pública por parte de los objetores. Pero hubo otro argumen-
to de peso, especialmente utilizado respecto a los entes munici-
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pales y autonómicos: el beneficio de los propios objetores, para
facilitarles la posibilidad de realizar la prestación y evitar los per-
juicios que las demoras estaban causando a aquéllos, muchos de
los cuales llevaban varios años de espera.

En un primer momento el Ministerio de Justicia optó por
concertar predominantemente con entidades públicas (Ayunta-
mientos, Diputaciones y Comunidades Autónomas); y entre las
privadas, con aquellas que contaban con una organización ex-
tensa (principalmente, Cruz Roja). Pronto, sin embargo, cuando
la necesidad de plazas se hizo más perentoria, los conciertos se
diversificaron11. De esta forma, entre 1988 y 1993 las entidades
con concierto pasaron de 44 a 1.729. En 1993 los puestos con-
certados eran 35.614 (MJ, 213). 

Sin embargo, tal política se encontró con diversos proble-
mas. En primer lugar, el hecho de que la asunción de objetores
fuera un acto voluntario de las entidades significaba que había
que contar con el consentimiento de éstas. Sin embargo, en de-
terminados lugares se produjeron actitudes de boicot a la presta-
ción (por ejemplo, en la Comunidad Autónoma y Ayuntamien-
tos vascos; en Ayuntamientos gobernados por grupos políticos
opuestos a la prestación social).

Por otra parte, a pesar del gran esfuerzo en la creación de pla-
zas concertadas, éstas crecían a un ritmo muy inferior al del cre-
cimiento del número de objetores, lo que conducía el sistema al
fracaso.

5. Las dificultades en la realización de la prestación social

En virtud del concierto firmado entre el Ministerio de Justi-
cia y cada entidad, aquél se comprometía a asignar objetores has-
ta un máximo de las plazas concertadas. Es decir, el Ministerio de
Justicia no se comprometía a asignar el número de objetores in-
dicado en el concierto, sino hasta ese número. A su vez, las enti-
dades se comprometían a dar ocupación efectiva durante 35 ho-
ras semanales a los objetores que se les asignasen (MJ, 193), sin
que éstos pudieran ser utilizados en puestos de plantilla o en sus-
titución de empleados.

Sin embargo, esto fue también una fuente de dificultades.
Por lo que se refiere a la asignación de objetores a las entidades,
se produjeron graves desequilibrios territoriales entre la deman-
da y la oferta de aquéllos. En efecto, ocurría que en determina-
das zonas geográficas se habían creado plazas y eran necesarios
objetores, pero sin embargo no los había en tales lugares. Era lo
que pasaba, en un primer momento —precisamente por ser la
objeción un fenómeno urbano—, en las zonas rurales, en las que
existían plazas concertadas con las Asambleas Locales de Cruz
Roja; y con actividades de medio ambiente y conservación de la
naturaleza, para las que se crearon plazas concertadas con las

Confederaciones Hidrográficas. Frente a ello, por el contrario, el
Ministerio era incapaz de colocar, por falta de plazas, a muchos
objetores, especialmente en las grandes ciudades.

Para conseguir un equilibrio territorial entre la demanda y
oferta de objetores, hubiera sido precisa una enérgica política de
creación y cobertura de plazas con alojamiento y manutención.
Y, sin embargo, no se hizo, posiblemente por su alto coste presu-
puestario y por la falta de infraestructura suficiente de las entida-
des que ofertaban plazas en esos lugares, pero también —y pro-
bablemente fue la razón principal— por su alto coste político
(MJ, 181-182). Lo cual a su vez dio lugar a un efecto perverso:
en los lugares en que existían plazas pero no objetores, las pro-
pias entidades hicieron proselitismo para que personas que en
un principio estaban dispuestas a hacer el servicio militar, se de-
clararan objetores para poder cubrir los puestos en cuestión. Se
comenzó así a producir el efecto de la pescadilla que se muerde
la cola: la política de creación de plazas para la prestación social
generaba a su vez un importante aumento del número de obje-
tores, para cuya colocación era necesario a su vez crear nuevas
plazas.

El resultado fue que, a pesar de haberse creado numerosos
puestos para que los objetores realizaran la prestación, las cifras
de los que la hacían eran muy poco significativas. Así, a 31 de
marzo de 1991 sólo habían terminado su prestación 148 objeto-
res. A 19 de junio de 1991 sólo 2.151 objetores se encontraban
en situación de actividad, a pesar de existir más de 13.000 pues-
tos teóricos12. 

A ello cabe añadir que el llamamiento era muy burocrático.
El Ministerio de Justicia hacía el llamamiento o selección de los
que debían incorporarse (una o dos veces al año), se notificaba a
los interesados, a los que se daba un plazo para elegir destino
(«manifestación de preferencia»), y se les asignaba y ordenaba la
incorporación, que tendría lugar en los meses siguientes. La si-
tuación se complicaba aún más cuando el interesado recurría los
diversos actos del llamamiento, lo que era relativamente frecuen-
te13. De esta forma, muchas entidades tenían los puestos sin cu-
brir, a sabiendas de que simultáneamente había numerosos obje-
tores, incluso en la misma localidad, a la espera de ser llamados o
de incorporarse.

6. La actuación de los Ministerios de Justicia de Defensa
ante esta situación

Durante los primeros tiempos de este periodo no hay una
conciencia en los órganos superiores de la Administración del
Estado acerca de la gravedad del problema.

En el Ministerio de Justicia la agenda política establecía una
serie de temas mucho más prioritarios (la eterna reforma de la
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administración de justicia, la reforma de los establecimientos pe-
nitenciarios, la labor legislativa), de tal manera que el desarrollo
de la política pública que tratamos se dejó a los escalones más in-
feriores del Ministerio14. De hecho, tanto la Oficina como la Se-
cretaría del Consejo tenían rango de Subdirecciones Generales, a
cuyo frente no se encontraba un político, sino un funcionario, lo
que disminuía su poder de decisión. Además, ambos órganos es-
taban encuadrados en la Subsecretaría del Ministerio, auténtico
cajón de sastre, lo que dificultaba las posibles iniciativas de ac-
tuación. Hubo que esperar a 1992 para que ambos órganos se
integraran en una misma Dirección General, al entrar a formar
parte de la Dirección General de Asuntos Religiosos y de Obje-
ción de Conciencia (Real Decreto 266/1992, de 20 de marzo).

A ello había que añadir que el Ministerio de Justicia no con-
taba con una tradición o cultura de gestión de amplios colectivos
de personas, como era el caso de la política pública que estamos
analizando15.

Por el contrario, la existencia de una cultura propia del Mi-
nisterio de Justicia dio lugar a que su actuación estuviera imbui-
da en la idea de la protección de los derechos del objetor, tanto
en el momento de su reconocimiento como en el momento de la
realización de su prestación. Ello supuso, por un lado, olvidar
que la objeción constituía una mera exención del servicio mili-
tar, no un derecho absoluto, colocando en un segundo plano los
intereses del Ministerio de Defensa. Y, por otro lado, en los con-
flictos que surgían entre las entidades y los objetores en el mo-
mento de la prestación, la tendencia era hacer prevalecer los in-
tereses de éstos. Así, por ejemplo, eran muy numerosas las
declaraciones de los políticos manifestando que una de las labo-
res fundamentales del Ministerio era la de evitar que los objeto-
res ocuparan puestos de trabajo; en cambio, eran muy pocas las
declaraciones relativas a la necesidad del cumplimiento riguroso
de la prestación y de conseguir con ésta la mayor rentabilidad
social.

Por lo demás, la labor del Ministerio durante este período es-
tuvo centrada en el reconocimiento de la condición de objetores,
y, en su caso, de las actividades convalidables; en la actividad de
clasificación de los mismos; y en la creación de plazas y asigna-
ción de objetores. En cambio, prácticamente se omitió toda la-
bor inspectora de cómo se estaba cumpliendo la prestación. 

Una mención hay que hacer también a la política de Defen-
sa. En 1991, después de un amplio debate social y político, se
llegó a la conclusión, prácticamente de forma unánime por las
Cortes, de que no era posible conseguir unas Fuerzas Armadas
enteramente profesionales. Lo decidido fue un Ejército que con-
tara con profesionales y militares de reemplazo al 50%. En este
sentido, propuestas hechas en campañas electorales, como la del
partido CDS postulando la supresión del servicio militar, se con-

sideraban inviables. Sí, prosperó, en cambio, la idea de reducir la
duración del servicio militar a 9 meses. 

Por su parte, el Ministerio de Defensa, en un primer mo-
mento, no mostró excesiva preocupación por el problema en su
aspecto cuantitativo, ya que en estos años, debido al aumento de
la natalidad en los años 60, era muy grande el número de los jó-
venes que formaban el contingente susceptible de ser llamado a
filas. De esta forma, la objeción de conciencia se contemplaba
como un sistema de drenaje para extraer jóvenes de su llama-
miento al servicio militar, ya que su número era muy superior al
de las necesidades de las Fuerzas Armadas, evitando otro tipo de
fórmulas, como la del excedente de cupo. No obstante, el Minis-
terio de Defensa empezaba a tomar conciencia del problema en
su aspecto cualitativo, en cuanto que la objeción de conciencia
suponía el cuestionamiento del papel social de las Fuerzas Arma-
das y de la necesidad de una política de Defensa16. 

7. La actuación de los órganos judiciales penales

Los asuntos de insumisión dieron lugar a la intervención de
otros agentes que indudablemente incidieron en el desarrollo de
la política pública: los órganos legislativos y judiciales.

Como ya hemos dicho, en 1984 se regularon los delitos con-
tra el deber de realización de la prestación social, castigados con
penas privativas de libertad. Pero poco después, con motivo de la
aprobación de un nuevo Código Penal Militar, se produjo una
reforma de tales penas (Ley Orgánica 14/1985, de 9 de diciem-
bre); y lo mismo ocurrió cuando en 1991 se aprobó la Ley Orgá-
nica del Servicio Militar. Mediante tales reformas se redujo la
duración de las penas y se trató de evitar la disparidad de las que
correspondían a las conductas paralelas del servicio militar y de
la prestación social.

Muchas de las personas a las que realmente iba dirigida la
Ley, es decir, los verdaderos objetores de conciencia, optaron por
la insumisión, como una forma de presión y estrategia de lucha,
una desobediencia civil activa. Así, en un primer momento pre-
valeció la insumisión por motivos religiosos e ideológicos (Testi-
gos de Jehová y Movimiento de Objeción de Conciencia), solu-
cionándose en buena parte los problemas que ello planteaba con
la «amnistía» de 1989 (MJ, 286). 

Sin embargo, cuando los asuntos de insumisión comenzaron
a llegar ante los tribunales, diversos jueces reaccionaron dictando
sentencias absolutorias o con penas meramente simbólicas (por
ejemplo, apreciando la eximente total o incompleta de estado de
necesidad), sentencias de las que se hacían amplio eco los me-
dios de comunicación, creando la impresión de que la Ley no se
cumplía, con la consiguiente deslegitimación del sistema17. 

30 GAPP nº 23. Enero / Abril 2002



4. El abordamiento del
problema entre 1993 
y 1996

1. Los problemas

Los problemas más acuciantes que se presentaban en 1993
eran los siguientes:

— Gran número de objetores, sin parangón en ningún otro
país. En el año 1993 la situación había llegado ya a un
punto crítico. El número de objetores había sufrido un
aumento espectacular, tanto en términos absolutos como
relativos. En ese año, en efecto, el porcentaje de objetores
sobre el contingente militar anual era del 32,5%, y en al-
gunas Comunidades Autónomas, como el País Vasco y
Navarra, más del 50%18.

— El Ministerio de Justicia estaba desconcertado, primero
por la no aceptación del sistema por las personas a las
que realmente iba dirigido; y luego por el incesante creci-
miento del número de objetores, que desbordaron todas
las previsiones más pesimistas, con un perfil que no coin-
cidía con el previsto. 

— Enorme retraso en la colocación de los objetores: había
muchas menos plazas que objetores (3 objetores por pla-
za existente), así como diferencias geográficas de distri-
bución, dando lugar a un gran lapso de tiempo entre el
reconocimiento del objetor y su llamamiento efectivo,
con las quejas consiguientes19. 

— El problema empezaba a calar en la sociedad y en los me-
dios de comunicación. Hasta entonces, el llamamiento
para realizar la prestación constituía una posibilidad re-
mota, que afectaba a unos pocos objetores. Pero entre
1992 y 1993 los llamamientos comenzaron a afectar ya a
muchos, con la peculiaridad de que la situación de gran
parte de ellos era noticiable, haciéndose los medios de
comunicación eco de ello: llevaban varios años esperan-
do, tenían un trabajo e incluso cargas familiares, etc.

— Escasos medios personales y materiales del Ministerio de
Justicia para hacer frente al problema, dificultando el
desarrollo de una política eficaz20. 

— Deslegitimación, tanto institucional como por los resul-
tados, del sistema, por el rechazo ideológico21 y la falta
de eficacia de la Administración. Muchas de las actuacio-
nes de los jueces penales suponían un cuestionamiento
de las bases legales del problema. La deslegitimación so-

cial se amplió con el argumento —en una época en la
que el índice de paro laboral era muy alto— de que los
objetores estaban ocupando puestos de trabajo, por lo
que la creación de plazas para realizar la prestación cons-
tituía un acto de insolidaridad con los desempleados
(MJ, 132). A ello se unía la falta de eficacia del Ministe-
rio de Justicia ante el problema, lo que contribuía a ali-
mentar a éste, pues la creencia de que el reconocimiento
como objetor equivalía a una exoneración total de obli-
gaciones de todo tipo constituía un incentivo para que
los jóvenes se declarasen objetores de conciencia. 

— Los problemas empezaron a afectar al Ministerio de De-
fensa incluso en el aspecto cuantitativo, dada la extensión
que adquiría el fenómeno de la objeción, máxime cuan-
do se comenzaron a notar las consecuencias de la reduc-
ción de la natalidad, poniendo en peligro la integridad
del contingente militar. 

2. Las posibles soluciones

En estas circunstancias, tanto el Ministerio de Defensa como
el de Justicia sintieron la necesidad de actuar porque el sistema
hacía aguas por todas partes. En un plano teórico, las posibles
soluciones eran las siguientes: 

— Reducir el número de objetores, para lo cual habría que
actuar en la fase de reconocimiento, aumentando los re-
quisitos para ello; 

— aumentar las exenciones y aplazamientos, con el peligro
de crear discriminaciones con el servicio militar y, sobre
todo, de un aumento de la bolsa de objetores, derivando
los casos del servicio militar a la objeción;

— aumentar el número de plazas y el nivel de exigencia de
la prestación, a fin de reducir el atractivo que ésta supo-
nía frente al servicio militar.

Surgieron entonces discrepancias entre los Ministerios de
Justicia y de Defensa22: éste pretendía un endurecimiento de los
requisitos para el reconocimiento de la objeción, así como del
régimen de la prestación, a fin de evitar el trasvase de personas
desde el servicio militar a éste. Para ello proponía incluso el cam-
bio legal, en el sentido de permitir la declaración de objeción
sólo hasta el momento anterior a la asignación de destino, ya
que se había constatado que muchos jóvenes esperaban a cono-
cer éste para, si no les satisfacía, declararse objetores.

Sin embargo, el plan definitivamente aprobado el 11 de mar-
zo de 1994 descartó no sólo la modificación legislativa, sino in-
cluso el tratar de incidir sobre el reconocimiento de la condición
de objetor. En concreto, se basaba en los siguientes puntos (MJ,
219-236):
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— Creación de una Dirección General autónoma, agrupan-
do los órganos que actuaban en la materia y añadiendo
una nueva Subdirección General de Inspección.

— Aumento de los medios personales y materiales adscritos
a esa Dirección General, concretándose en un importan-
te incremento de los puestos de trabajo, así como en una
transferencia de crédito de 8.000 millones de pesetas.

— Descentralización de determinadas funciones en favor de
las Delegaciones del Gobierno, así como de las Comuni-
dades Autónomas, mediante convenios con éstas. 

— Aumento del número de plazas concertadas, con especial
atención a la Administración en cuanto generadora de
puestos.

— Plan extraordinario de incorporación de objetores, de
manera que quedaran cubiertas todas las plazas disponi-
bles, proveyendo a tal efecto las plazas dotadas con aloja-
miento y manutención, incluso mediante la movilidad
geográfica de los objetores. En concreto, se preveía que
estuvieran obligados a desplazarse 7.000 objetores en
1994 y 10.000 en 1995, a cuyo fin se destinaría la mitad
del crédito de 8.000 millones; asimismo, se preveía la po-
sibilidad de incorporar forzosamente a los objetores en
las plazas existentes o que se pudieran crear.

— Aumento de las inspecciones, a fin de lograr un cierto
endurecimiento de la prestación, pero con el temor de
que ello provocara el aumento de los abandonos y de la
insumisión.

— Aprobación de un nuevo Reglamento, a fin de unificar
todo el régimen de la objeción de conciencia y de la pres-
tación social, evitando ciertos problemas derivados del
excesivo paralelismo del régimen de la prestación con res-
pecto al del servicio militar. 

Con todo ello se pretendía dar una cierta seriedad a la presta-
ción y poner fin a la enorme bolsa de objetores pendientes de la
prestación. En concreto, se preveía que en 1994 realizaran la
prestación 35.000 objetores (con lo que se absorberían los obje-
tores reconocidos en 1991 y 1992); en 1995, 50.000 (los reco-
nocidos en 1993 y primer semestre de 1994); de forma que en
1996 pudieran ser llamados todos los objetores reconocidos du-
rante el segundo semestre de 1994 y 199523. 

3. Los resultados del plan

¿Cuáles fueron los resultados del plan? Como veremos a con-
tinuación, fueron muy escasos, tanto por el propio contenido
del plan como por la falta de voluntad política de aplicarlo por
parte del Ministerio de Justicia.

4. El continuo aumento del número de objetores

El plan, como hemos visto, renunció a actuar sobre la varia-
ble fundamental del problema: el reconocimiento prácticamente
automático de la condición de objetor de quien se declaraba
como tal, con el argumento de que el Consejo Nacional de Ob-
jeción de Conciencia era un órgano independiente24).

Como consecuencia, el número de declaraciones siguió au-
mentando y lo mismo el de reconocimientos. En esta época pre-
valece ya claramente la objeción de conveniencia25, haciéndose el
perfil del objetor cada vez más parecido al perfil general de los jó-
venes afectados (MJ, 167-169). Es muy significativo que empeza-
ra entonces a aumentar espectacularmente el número de declara-
ciones de objeción de personas menores de 18 años26. Los
propios interesados reconocían (no, evidentemente, en las solici-
tudes dirigidas a la Administración, que se atenían formalmente a
lo legalmente previsto) que los motivos reales por los que se de-
claraban objetores no eran los legalmente previstos, sino la propia
conveniencia27. Lo más llamativo era que estas manifestaciones se
hacían con toda naturalidad, con la conciencia de estar haciendo
algo legítimo, es decir, con la consideración de que la objeción no
era una opción subsidiaria del servicio militar, sino alternativa.

5. La nueva estructura administrativa y el aumento de
recursos económicos

Por lo que se refiere a la previsión de una Dirección General
exclusiva para la Objeción de Conciencia, independiente de los
Asuntos Religiosos, se creó inmediatamente, por Real Decreto
494/1994, de 17 de marzo, integrando dentro de ella, como
Subdirecciones Generales, a la Secretaría del Consejo Nacional
de Objeción de Conciencia y a la Oficina para la Prestación So-
cial, y creando una nueva Subdirección General para la inspec-
ción y asuntos administrativos. Curiosamente, el Director Gene-
ral que había preparado el plan de objeción pasó a desempeñar
otra Dirección General distinta. Es decir, quien iba a ejecutar el
plan era un nuevo Director General, distinto de quien lo había
promovido, lo que es muy revelador de las escasas esperanzas
que se ponían en la ejecución de dicho plan.

Asimismo, se produjo un considerable aumento de los crédi-
tos presupuestarios en este periodo. Así, el presupuesto de 1994
fue superior al doble del de 1993; y los de 1995 y 1996 fueron
de 3.716 millones de pesetas (1.100 más que el de 1994) (MJ,
172-174).

No obstante, la falta de agilidad continuó manifestándose en
diversos aspectos administrativos (retrasos en la resolución de soli-
citudes y recursos, demoras en el pago de haberes y de vales de ves-
tuario, etc.), lo que provocaba continuas quejas de los afectados28.
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6. Las modificaciones normativas y su aplicación práctica

Por Real Decreto 266/1995, de 24 de febrero se aprobó un
nuevo Reglamento, en el que se regularon conjuntamente la ob-
jeción de conciencia y la prestación social sustitutoria. 

Una de las principales innovaciones del nuevo Reglamento
fue la relativa al régimen de las exenciones y aplazamientos, esta-
bleciendo un régimen mucho más favorable para quienes se ha-
bían declarado objetores que para quienes estaban sometidos al
Reglamento de Reclutamiento Militar. Se pueden citar numero-
sos ejemplos en este sentido: en el régimen de la prestación se
podían solicitar aplazamientos por sostenimiento familiar des-
pués de haber disfrutado de otros aplazamientos, cosa que no se
podía en el régimen del servicio militar; en el régimen de la pres-
tación se contemplaban prórrogas inexistentes en el del servicio
militar, como la de figura relevante en el ámbito artístico; una
regulación más ventajosa en las prórrogas por elección popular;
la posibilidad de manifestar la preferencia para incorporarse has-
ta los 24 años (22 en el régimen del servicio militar). 

La consecuencia era obvia: para quien tuviera un mínimo de
información (y no hay que olvidar que ya en esta época los servi-
cios de Juventud de los Ayuntamientos, Diputaciones y Comuni-
dades Autónomas operaban a pleno rendimiento, así como la exis-
tencia de numerosas asociaciones juveniles, oficinas de información
juvenil, etc.) y pretendiera obtener una exención o aplazamiento, le
era mucho más efectivo declararse objetor y, a continuación, pedir
esa exención o aplazamiento que hacerlo directamente sin declarar-
se objetor. Es decir, el propio Reglamento estaba incentivando a los
jóvenes para que se declarasen objetores.

Del mismo modo, el nuevo Reglamento contemplaba un ré-
gimen de la prestación en la situación de actividad mucho más
beneficioso que el del servicio militar. Así, los militares de reem-
plazo se encontraban en situación de disponibilidad permanente
para el servicio; frente a ello, quienes realizaban la prestación te-
nían un horario semanal de 35 a 40 horas semanales, además de
disfrutar de un régimen mucho más favorable en materia de per-
misos y vacaciones. Y, además, quienes realizaban el servicio mi-
litar, como consecuencia del carácter jerarquizado y armado del
Ejército, se encontraban sometidos a disciplina militar (mucho
más exigente que la que operaba sobre quienes realizaban la
prestación), con restricciones en los derechos fundamentales,
con un sistema de sanciones disciplinarias mucho más riguroso
(que incluía la privación de libertad), y con limitaciones en las
garantías procedimentales. 

Y si del aspecto normativo se pasaba al plano de la realidad
de los hechos, el régimen de los objetores era aún más beneficio-
so. En efecto, todo hace pensar que en la práctica la Dirección
General de Objeción de Conciencia era mucho más flexible a la
hora de conceder exenciones y aplazamientos que el Ministerio

de Defensa, pues mientras éste necesitaba no disminuir excesiva-
mente su bolsa de jóvenes, aquélla tenía el problema totalmente
opuesto, reducir en lo posible la bolsa de objetores pendientes de
la prestación.

Por lo que se refiere a la situación de actividad, no era sólo
que el nivel de exigencia en la prestación fuera en la práctica
muy inferior, sino que, en muchos casos, permitía seguir llevan-
do un ritmo normal de vida, que indudablemente hubiera cam-
biado de tener que haber realizado el servicio militar, que en
muchos supuestos lo primero que implicaba era el ser destinado
a un lugar lejano al de residencia29. Por poner un ejemplo, la ta-
rea de levantar y acostar a una persona inválida a primera hora
de la mañana y por la noche, o la de abrir un colegio un par de
horas por la tarde para realizar actividades extraescolares, podían
tener una gran utilidad social, con amplia satisfacción para los
propios objetores y para los servicios competentes, pero el inte-
resado realizaba esta tarea y el resto del día podía seguir su régi-
men habitual de vida (trabajar, estudiar, mantener su forma de
vida habitual, etc.), ya que en el 98% de los casos la prestación
se realizaba en la población de domicilio del objetor. Es decir,
muy pronto se extendió la idea de que el régimen de la presta-
ción era mucho más favorable para los afectados que el del servi-
cio militar. 

A este respecto, es paradigmático el derecho al abono de gas-
tos de vestuario: el Ministerio de Justicia entregaba al objetor un
cheque para que pudiera ser gastado en unos grandes almacenes
en ropa u otro material, que no tenía por qué guardar relación
alguna con el contenido o las necesidades de la prestación, ya
que normalmente ésta no exigía un vestuario especial (MJ, 127,
134, 180). Ello sin duda constituía un incentivo, en perjuicio
del servicio militar, para declararse objetor. Durante mucho
tiempo el propio Ministerio de Justicia justificó este beneficio
con el argumento de la analogía con el servicio militar.

7. La descentralización de la prestación

Por lo que se refiere a la descentralización de la prestación, no
se observaron resultados tangibles, con independencia de que esto
era algo que no tenía mucha relación con la problemática de fon-
do. Realmente la Comunidad Autónoma que había firmado un
concierto operaba como una entidad más, al igual que podía ha-
cerlo un Ayuntamiento o una entidad privada. Es decir, no se
transfirieron a las Comunidades Autónomas competencias propias
del Ministerio de Justicia. Y es que parece que no fue más que una
forma de «vender» el plan a las Administraciones autonómicas a
fin de conseguir que éstas aumentasen el número de plazas.

Por lo demás, no hubo un especial interés en la materia por
parte de las Comunidades Autónomas. Es muy significativo que,
a partir de este periodo, éstas ni siquiera mencionaran, en las Le-
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yes que aprobaban, la prestación social como algo de lo que pu-
dieran obtener beneficios, a pesar de ostentar competencias en
los sectores en los que podían actuar los objetores. Así, las nue-
vas normas que se iban aprobando sobre Protección Civil (por
ejemplo, la Ley catalana de Protección Civil 4/1997, de 20 de
mayo) o sobre prevención y extinción de incendios forestales
(por ejemplo, la Ley catalana 5/1994, de 4 de mayo o la madri-
leña 14/1994 de 18 de diciembre), e incluso sobre Servicios So-
ciales (por ejemplo, la Ley valenciana 5/1997, de 25 de junio),
contemplaban el voluntariado, pero no la prestación social, lo
cual era demostrativo del gran fracaso en la credibilidad de ésta y
de la labor de los objetores en los sectores en que debían actuar.

8. El aumento del número de puestos para realizar la
prestación social

Por lo que se refiere al número de puestos de actividad, cier-
tamente se produjo un notable aumento, pero en todo momen-
to fue por detrás del aumento del número de objetores. Así, si la
Subsecretaria de Justicia manifestaba en diciembre de 1993 que
había 3 objetores pendientes por cada plaza concertada30, el Di-
rector General el 23 de febrero de 1994 manifestaba que el nú-
mero de objetores pendientes (115.779) superaba en más de 4 al
de plazas existentes (26.788). Por tanto, cabe dudar de la eficacia
de estos resultados. 

Pero además el aumento se tradujo, en unos casos, en un au-
mento de la desorganización; y, en otros, en la creación de plazas
sin un verdadero contenido31. Hay que tener en cuenta que la
estructura de muchas de las entidades privadas era muy endeble,
ya que éstas carecían de infraestructura suficiente, o estaban pen-
sadas para voluntarios que ofrecían sus servicios durante un esca-
so número de horas, o dirigidas por voluntarios a los que la in-
corporación de un importante número de objetores les
desbordaba completamente, o incluso tenían un funcionamien-
to intermitente, en función de las subvenciones que iban reci-
biendo. En el mejor de los casos tenían contratado un empleado,
normalmente con jornada reducida y dependiente de la conce-
sión de la correspondiente subvención finalista. En estas circuns-
tancias, difícilmente podían asumir varios objetores, máxime te-
niendo en cuenta que el Ministerio de Justicia sólo realizaba
conciertos cuando la entidad estaba dispuesta a asumir más de
tres objetores, de tal forma que, si ya era difícil organizar las acti-
vidades de un objetor, aún más difícil era hacerlo con tres o más. 

Asimismo, se pudo observar que determinadas medidas diri-
gidas a incentivar la creación de plazas tuvieron un efecto no de-
seado. Así, por ejemplo, la concesión de subvenciones a las enti-
dades privadas dedicadas a servicios sociales se condicionó —o,
en su caso, se estableció como criterio preferente— a la firma del
correspondiente concierto para que en ellas se pudiera realizar la

prestación32. Ello llevó a que muchas de estas entidades, carentes
de un mínimo de infraestructura de personal y medios, firmaran
conciertos, recibiendo objetores a los que luego era incapaces de
asignar tareas, provocando problemas organizativos. 

Por lo que se refiere a las entidades públicas, se fue haciendo
más patente el dato de que las creaciones y ampliaciones de plazas
se hacían no en función de las necesidades reales de atención a los
fines de interés general, sino como una medida de apoyo al obje-
tor y a sus familias, especialmente cuando surgió la amenaza de
que aquéllos podían ser desplazados a otras localidades para hacer
su prestación en caso de falta de plazas en la localidad de su resi-
dencia. Esto fue especialmente visible en determinadas Ayunta-
mientos y Diputaciones, especialmente cuando quien promovía
el concierto eran las Áreas de Juventud de tales entidades33. 

El sistema tenía un defecto de base, y es que no daba impor-
tancia a los bajos rendimientos de la prestación social. Las enti-
dades no tenían problema, porque, donde geográficamente ha-
bía objetores, la oferta de éstos era prácticamente ilimitada, por
lo que la cantidad paliaba la falta de calidad. El Ministerio de
Justicia tampoco daba mayor importancia a esta cuestión, por-
que consideraba que el aumento de la cantidad de objetores en
las entidades suponía reducir la bolsa de objetores pendientes, y
además entendía que era algo que no le concernía, sino a la enti-
dad en cuestión. Pero lo cierto es que ello redundaba a la baja
con respecto a las entidades, pues los objetores alegaban agravios
comparativos, y daba lugar a peticiones de traslado desde las en-
tidades con un nivel de exigencia mayor a las de un nivel infe-
rior, con la agravante de que el Ministerio de Justicia, a la hora
de tramitar esas peticiones de cambios de destino, daba preva-
lencia al interés del objetor por encima del interés de la entidad
a la que había sido destinado, primando así, de hecho, a las enti-
dades con peor funcionamiento y menor nivel de exigencia. 

Hay que destacar también que, con respecto a las plazas de
alojamiento y manutención, no sólo no se crearon nuevas plazas,
sino que además fueron desapareciendo las pocas que existían,
como luego veremos.

9. La actitud de los objetores ante la prestación social

Muchos de los objetores no dieron la respuesta adecuada a
las necesidades de las entidades que pretendieron obtener una
rentabilidad social de la prestación.

A ello contribuyó un dato, relacionado con el perfil de los ob-
jetores que realizaban la prestación. Entre éstos predominaban
personas de cierta edad, con obligaciones laborales e incluso fa-
miliares. En consecuencia, hubo una tendencia por parte de éstos
a negociar su situación, en el sentido de tratar de conseguir venta-
jas en horario (más reducido, horarios especiales, etc.), con el fin
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de mantener sus anteriores actividades. De esta forma, la presta-
ción dejaba de constituir la actividad principal del objetor, y pa-
saba a ocupar el tiempo que, en otras circunstancias, el interesado
hubiera dedicado al ocio. Hubo entidades que aceptaron esta si-
tuación, pero otras no lo hicieron, con el consiguiente choque.

De esta forma, apareció el objetor desmotivado, con una ac-
titud muy poco activa, e incluso pasiva34, que no planteaba pro-
blemas de oposición directa, pero sí de pasotismo y de cumpli-
miento de horarios, con vicios similares a los que se producían
en el servicio militar, tales como el escaqueo. Tal actitud sor-
prendió a muchos, precisamente por no caer en la cuenta de la
diferente actitud con la que se enfrentaban a la realización de ta-
reas los empleados y voluntarios de las entidades por un lado y
los objetores por otro. En efecto, en un primer momento, las en-
tidades, en especial las privadas, pensaron en el objetor como un
voluntario más. Pero ello suponía confundir el contenido de la
actividad con el fundamento de la misma: ciertamente el objetor
y el voluntario realizaban idénticas actividades, pero mientras
uno lo hacía por su propia voluntad, el otro lo hacía con carácter
forzoso, agravada esta circunstancia por la ausencia real, como
antes hemos dicho, de una verdadera objeción de conciencia, al
predominar la objeción de conveniencia. 

Esta actitud confundió a los responsables de tales entidades y
en ciertas ocasiones dio lugar a choques entre los objetores y los
profesionales y voluntarios, mucho más concienciados por su
propia naturaleza35, llegando ciertas entidades incluso a rescindir
el concierto, al comprobar que los objetores causaban más pro-
blemas que los que resolvían36.

Asimismo, en ciertas entidades se pudo apreciar una resisten-
cia de sus empleados a aceptar a los objetores, bien por motivos
ideológicos (por entender que venían a ocupar puestos que co-
rrespondían a empleados), bien simplemente porque la organi-
zación de la actividad de los objetores suponía una tarea añadida
a los encargados de la misma, dándose no pocos casos de desen-
tendimiento del tema.

Todas estas circunstancias dieron lugar a una situación gene-
ralizada de incumplimientos de los horarios e incluso de falta de
ocupación efectiva, traduciéndose en una gran falta de eficacia
en su actuación.

Esta ineficacia quedó patente, por ejemplo, en el verano de
1994, en el que se produjeron numerosos incendios forestales,
quedando desbordadas las Administraciones competentes y te-
niendo que pedir ayuda al Ejército, mientras había varios miles
de objetores inactivos, provocando las consiguientes críticas37.

Esta situación era problemática, porque contribuía a alimen-
tar el sistema: las entidades que pretendían dar una cierta serie-
dad a la prestación tenían que luchar contra las alegaciones de
agravios comparativos, formuladas por objetores ante el evidente
trato favorable de muchas entidades a los suyos, lo que a su vez

provocaba la petición de cambios de destino de los objetores a las
entidades con menor nivel de exigencia. Y, por otra parte, ello
contribuía también a que se fuera corriendo la voz de que era más
cómodo hacer la prestación social que el servicio militar, con el
consiguiente aumento del número de declaraciones de objetor.

10. Los esfuerzos por obtener el máximo rendimiento de los
puestos concertados

Por lo que se refiere al plan de incorporación de objetores,
también tuvo sus problemas. La primitiva decisión de cubrir to-
talmente las plazas existentes fracasó. En primer lugar, por la no
coincidencia de ubicación geográfica entre la bolsa de objetores
y la bolsa de puestos. En unos lugares siguieron sobrando obje-
tores y en otros siguieron sobrando plazas. La idea de movilizar a
los objetores mediante plazas dotadas con alojamiento y manu-
tención no se llegó a aplicar. Primero, por la presión de los pro-
pios objetores afectados, que hicieron lo posible por no moverse
de sus lugares de origen, sin que existiera una voluntad política
de imponer coactivamente tal movilización. Segundo, porque las
cantidades pagadas en concepto de alojamiento y manutención
por el Ministerio de Justicia eran claramente insuficientes38. En
efecto, en el servicio militar existían cuarteles que facilitaban el
alojamiento de la tropa. Pero en la prestación no existía un siste-
ma de alojamientos colectivos, dada la dispersión de programas
y de puestos de actividad, lo que significa que se tenían que bus-
car alojamientos privados, para los cuales las asignaciones econó-
micas previstas a tal fin eran insuficientes. Por cierto, una prueba
más de la escasa utilidad que las propias entidades atribuían a la
prestación lo constituye el dato de que muy pocas estuvieran dis-
puestas a organizar un sistema propio de alojamiento o a sufra-
gar los correspondientes gastos.

En estas circunstancias, al cabo de unos años, estas plazas con
alojamiento y manutención prácticamente habían desaparecido o
eran ocupadas por personas de la misma localidad que realmente
no utilizaban el alojamiento ofrecido. Así, el examen de la bolsa
de puestos del año 1997 muestra que apenas había entidades que
ofrecieran este tipo de plazas, y muy pocas eran las poblaciones
en las que se ofrecía este régimen; predominando en las plazas si-
tuadas en el extranjero. Por tanto, la pretendida movilidad geo-
gráfica de los objetores constituyó un rotundo fracaso.

Idéntico fracaso se observó en el aspecto de evitar el desfase
temporal entre la bolsa de objetores y las plazas vacantes. Tal
desfase temporal se debía, en gran parte, al sistema de llama-
mientos, pues se seguía un régimen similar al del servicio militar.
Así, en 1993 y 1994 se hicieron dos llamamientos anuales, y 4
(de hecho, 3) en 1995 (MJ, 199). De esta forma, ocurría que, li-
cenciado un objetor que había ocupado una plaza, ésta quedaba
vacante durante varios meses, hasta que se incorporaba un nuevo
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objetor, de modo que, cuando la plaza tenía una utilidad social,
se había creado una necesidad social y sin embargo se dejaba de
prestar el servicio, con las consiguientes quejas de las entidades. 

También se produjeron desequilibrios en lo referente al perfil
de objetor requerido: el Ministerio de Justicia realizaba una asig-
nación indiscriminada de objetores a los programas y entidades,
ocurriendo en muchas ocasiones que el objetor asignado a una
entidad no encajaba en el perfil de una plaza (por ejemplo, al in-
corporarse para realizar tareas administrativas una persona que
apenas sabía leer y escribir), problema éste al que el Ministerio
no podía dar solución ante la masificación del sistema y, quizás,
también, para evitar tratos discriminatorios. A ello había que
añadir el problema de los objetores a los que nadie quería, bien
por su escaso nivel cultural, bien por circunstancias concretas
(personas con determinados antecedentes, conocidos en el ámbi-
to de la entidad), bien por pertenecer a determinadas etnias.

11. Las actuaciones para conseguir la seriedad de la
prestación

Por lo que se refiere al aumento de las inspecciones y al endu-
recimiento de la prestación, ello no se tradujo en la adopción de
medidas serias. Lo que prevaleció fue la idea de crear plazas a toda
costa, aun a sabiendas de su escaso contenido, por lo que de las ac-
tuaciones inspectoras no se dedujeron muchas consecuencias prác-
ticas. En este sentido, no hay constancia de que en la época se ex-
tinguiera el concierto con ninguna entidad por falta de contenido
de las plazas, tal como autorizaba el Reglamento de la Prestación
Social. Pero es que además la idea prevalente en la Dirección Ge-
neral de Objeción de Conciencia era la de una interpretación be-
neficiosa para el que realizaba la prestación, con olvido de que ello
podía incidir en una disminución de la utilidad social. Y así se
concedían los aplazamientos, los cambios de destino, permisos,
etc., sin subordinación a las necesidades del servicio, en detrimen-
to de los intereses de las propias entidades en las que los objetores
estaban prestando o iban a prestar sus servicios, lo que incidía en
que se asignara a éstos tareas accesorias, muchas veces de muy es-
caso contenido, precisamente para evitar que quedara en sus ma-
nos la puesta en práctica de las actividades39. 

A ello se unía que el régimen disciplinario legalmente previs-
to no era nada disuasorio (MJ, 284). En efecto, la sanción de
pérdida de retribución (1.500 pesetas) más bien movía a la hila-
ridad; y la sanción de cambio de adscripción era inoperante en la
práctica, dada la falta de plazas con alojamiento que permitieran
un cambio no sólo de entidad, sino de lugar de geográfico de
prestación. Sólo la prolongación de la prestación podría tener
cierta eficacia, pero, por razones obvias, las propias entidades no
estaban interesadas en esta clase de sanción, que les obligaba a
soportar aún más tiempo a objetores incómodos.

A ello hay que añadir la dificultad de desentrañar el significa-
do de la prohibición legal de que los objetores «desempeñaran
un puesto de trabajo». La Ley establecía que la asignación de tra-
bajos y funciones a los objetores no debía incidir negativamente
en el mercado de trabajo. Precisamente la imputación de que los
objetores realmente estaban ocupando puestos de trabajo que
podrían ser desempeñados por personas en paro contribuía
enormemente a deslegitimar estas actividades, lo que obligaba a
los responsables de la prestación a hacer referencia, cuando se
creaban puestos de actividad, a que ello no supondría supresión
de puestos de trabajo. Lo inconcreto de la norma, además, dio
lugar a que las entidades, sobre todos las públicas, no tuvieran
las ideas muy claras, con el consiguiente temor a enfrentarse con
los sindicatos y con los propios objetores, lo que provocó que la
prestación tuviera un contenido aún menor.

Los resultados últimos fueron obvios. No hubo realmente un
endurecimiento del régimen de la prestación social, ni un excesivo
aumento de su rentabilidad social. Y, en consecuencia, para los jó-
venes seguía siendo mucho más rentable elegir la vía de la obje-
ción sobre la vía del servicio militar, y por ello el número de obje-
tores siguió creciendo. La bolsa de objetores pendientes de realizar
la prestación social no sólo no disminuyó, sino que siguió aumen-
tando. La actuación de la Dirección General de Objeción de Con-
ciencia en este periodo puede calificarse de clamoroso fracaso40.

12. Las actuaciones de otros actores: los órganos judiciales

Unos actores con gran incidencia en el desarrollo de la políti-
ca pública fueron los tribunales, especialmente los penales, en-
cargados de juzgar los delitos de insumisión. Quizá lo más lla-
mativo en este punto fue la falta de un criterio uniforme de tales
órganos. Así, mientras unos se limitaban a aplicar las penas esta-
blecidas en la Ley, otros buscaron todo tipo de subterfugios para
evitar la imposición de las penas privativas de libertad. Al efecto
se utilizaron numerosos razonamientos, la mayor parte de ellos
muy discutibles (eximente completa o incompleta de ejercicio de
un derecho, error de prohibición, estado de necesidad, causa de
justificación por no haber resuelto la Administración en plazo,
propuesta de indulto, planteamiento de cuestión de inconstitu-
cionalidad con la consiguiente paralización del procedimiento
entre tanto; etc.) (MJ, 286-289). Sólo un 60% de las sentencias
era condenatoria, lo que demuestra también la escasa sintonía de
la legislación con lo que pensaban los jueces. 

Obviamente, los medios de comunicación se hicieron am-
plio eco de estas diferencias de criterio y de esas sentencias mu-
chas de ellas llamativas41.

En 1995 las Cortes Generales aprobaron un nuevo Código
Penal, que modificó las penas de los delitos relativos a la presta-
ción social, suprimiendo las de privación de libertad, y sustitu-
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yéndolas por la de inhabilitación absoluta de 8 a 12 años y mul-
ta de 12 a 24 meses. La modificación tenía gran importancia.
Por un lado, hacía perder virulencia a los movimientos anti-ob-
jeción frente a la opinión pública, ya que era mucho menos lla-
mativa una condena a inhabilitación que a la privación de liber-
tad. Además, cabía esperar que los propios jueces pondrían
menos inconvenientes a la aplicación de las nuevas penas. Pero
frente a ello el cambio supondría un aumento cuantitativo de la
insumisión, ya que las penas en cuestión no tenían un excesivo
carácter desincentivador de ésta.

Sin embargo, no se produjo modificación análoga para los
delitos similares de los obligados al servicio militar, que conti-
nuó siendo de 6 meses a 2 años de prisión e inhabilitación abso-
luta de 10 a 14 años, en tiempo de paz. De esta forma, apareció
un nuevo incentivo para escapar del régimen del servicio militar
y entrar en el de la objeción. En efecto, si una persona no quería
realizar ningún tipo de servicio (por ejemplo, por estar trabajan-
do) y se veía en la opción de elegir entre una pena de cárcel y
una pena que le impedía trabajar para la Administración o reci-
bir ayudas de ésta, la elección era clara: declararse objetor, aun-
que no tuviera intención de realizar luego la prestación social.
Pero así se sobrecargaba a los órganos del Ministerio de Justicia
con actuaciones relativas a personas que realmente no estaban
dispuestas a hacer ningún tipo de prestación social.

Ello, además, supuso una importante modificación del perfil
del objetor que accedía a los tribunales penales. En efecto, como
consecuencia de la supresión de penas privativas de libertad,
apareció el perfil del insumiso de conveniencia: una persona que
no deseaba realizar ni el servicio militar ni la prestación social,
pero no por motivos de conciencia, sino simplemente porque
ante el balance coste-beneficio de tener que hacer la prestación
social o no hacerla (por un lado, posibilidad de pérdida del tra-
bajo o de los estudios; por otro lado, unas penas que simplemen-
te le ímpedían obtener ayudas de la Administración o trabajar
para ésta), optaba por esto último. El joven, siendo consciente
de que sus actos podían ser sancionados, asumía el riesgo de for-
ma personal e individual, pero sin ningún tipo de connotación
política o ánimo reivindicativo (MJ, 285). 

Por lo demás, la pena de inhabilitación no pasaba de ser una
pena teórica en la mayor parte de los casos, ya que sólo afectaba
a quien tuviera intención de solicitar subvenciones o pretendiera
trabajar para las Administración, o para entidades o empresas
públicas. 

13. El desarrollo de otras políticas que incidieron en la
objeción de conciencia y en la prestación social

Simultáneamente el Ministerio de Defensa estaba desarro-
llando una política de modificación normativa, dirigida a hacer

más atractivo el servicio militar mediante una serie de mejoras
en la prestación del servicio militar (menor duración, mayor ca-
lidad de vida, regionalización, establecimiento de una tabla de
derechos, etc.). En este sentido, se aprobó un nuevo Reglamento
de Reclutamiento (Real Decreto 1107/1993, de 9 de julio), así
como un Reglamento del Servicio Militar (Real Decreto
1410/1994, de 25 de junio). Junto a ello se desarrolló una am-
plia campaña publicitaria.

Sin embargo, a pesar de que durante el primer semestre de
1994 el Ministerio de Defensa tuvo algún motivo para la espe-
ranza, lo cierto es que duró muy poco, porque el número de de-
claraciones de objeción siguió creciendo de manera imparable. 

Por otro lado, ante las inesperadas dificultades encontradas,
los poderes públicos empezaron a estudiar otras vías alternativas
para conseguir la legitimación del sistema y que sirvieran tam-
bién para descargar en lo posible la bolsa de objetores. En con-
creto, se pensó en el servicio civil y en el voluntariado. Ahora
bien, ello suponía un cambio radical de filosofía, ya que eran to-
talmente diferentes una prestación social sustitutoria del servicio
militar, fundada en el art. 30.2 de la Constitución, y un servicio
civil para fines de interés general y desligado del servicio militar,
fundado en el art. 30.3 de la Norma Suprema.

Por lo que se refiere al voluntariado, las Cortes aprobaron la
Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado, patrocinada por el
Ministerio de Asuntos Sociales. Esta Ley —cuyo ámbito de apli-
cación en principio era muy limitado, pues el voluntariado es una
materia en la que predominantemente ostentan competencias las
Comunidades Autónomas— se dictó con la clara finalidad de
ayudar a vaciar la bolsa de objetores pendientes. Lo realmente
importante —y lo más novedoso de la Ley— era la posibilidad
del reconocimiento de los servicios voluntarios a efectos de su
convalidación por el tiempo de duración de la prestación social.
Estos beneficios se podían extender a los voluntarios que partici-
paran en programas que desarrollasen actividades de competencia
de las Comunidades Autónomas o de los entes locales.

La Ley supuso un cambio total de filosofía con respecto al
servicio militar y a la prestación. Hasta entonces se consideraba,
al menos en el plano jurídico, que existía una obligación princi-
pal (el servicio militar) y otra subsidiaria (la prestación social). A
partir de la aprobación de la Ley cabía eximirse de la obligación
subsidiaria (y no de la principal, lo que resultaba bastante con-
tradictorio) mediante la realización del voluntariado. 

Por otro lado, hubo evidentes incoherencias en la actuación
de otros poderes públicos en lo referente al tratamiento de la ob-
jeción y del servicio militar. Así, es muy llamativo que las leyes y
reglamentos permitieran que los objetores —que por definición
eran contrarios al uso de las armas— pudieran presentarse a
pruebas selectivas para cubrir plazas de Cuerpos armados como
la policía local o autonómica, e incluso el Cuerpo Nacional de
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Policía (Real Decreto 1593/1988, de 16 de diciembre, e, implí-
citamente, el Real Decreto 614/1995, de 21 de abril), limitán-
dose a exigir un mero compromiso de portar armas y, en su caso,
llegar a utilizarlas42.

Asimismo, hay que destacar la actuación de deslegitimación
del sistema en la que continuaban los movimientos de objeción,
pacifistas, etc. En este sentido, una operación como el envío de
varios objetores a Bosnia, con una clara intención propagandísti-
ca por parte del Ministerio de Justicia, fue un fracaso en este as-
pecto, pues los objetores allí destinados firmaron un comunica-
do contra el servicio militar y la prestación social y en favor de la
excarcelación de los insumisos43.

5. La situación creada a partir
de 1996

1. Las nuevas coordenadas de 1996: la profesionalización
de las Fuerzas Armadas

En 1996 se convocaron elecciones generales y en los diferen-
tes programas electorales apareció con carácter destacado la cues-
tión del servicio militar y la objeción de conciencia. El PSOE
proponía reducir la duración de la prestación social para igualar-
la con el servicio militar. Propuesta que era políticamente absur-
da, porque, incluso a corto plazo, convertía en inviable el servi-
cio militar, pues la única ventaja en gravosidad de éste sobre la
prestación era, precisamente, su menor duración. Por ello, le hu-
biera sido mucho más rentable electoralmente proponer la su-
presión pura y simple del servicio militar. El Partido Popular,
por su parte, proponía reducir el servicio militar a 6 meses y dar
un sueldo a los soldados de reemplazo, sin especial mención a
los objetores. 

Sin embargo, el PP, para obtener el apoyo de otros grupos a
su programa de gobierno, pactó con los partidos nacionalistas,
en particular con CiU, y como consecuencia de ello, asumió el
compromiso de suprimir a medio plazo el servicio militar obli-
gatorio, renunciando a su propuesta electoral. 

La decisión se adoptó sin estudios y sin ningún debate sobre
las consecuencias que podría producir un cambio total del mo-
delo de Fuerzas Armadas. Entre esas consecuencias estaban las
que se producirían sobre la prestación social. En efecto, la supre-
sión del servicio militar obligatorio llevaba implícita la supresión
de la objeción de conciencia a éste y, en consecuencia, el fin de la
prestación social. Con lo cual esta política pública pasaba a tener
una fecha de caducidad, dejando de ser un problema de dura-

ción indefinida, para pasar a ser un problema con un plazo más
o menos largo de duración. Ello implicaba un importante cam-
bio de perspectiva. Ahora lo fundamental era llegar a ese fin de
la forma más airosa posible, sin tampoco crear muchas expectati-
vas con la prestación, para que, cuando ésta terminara, tampoco
causara excesivos contratiempos.

2. La situación en 1996

La situación había sufrido un agravamiento muy profundo
con respecto a la existente en 1993: 

— Progresivo aumento del número de objetores, con predo-
minio absoluto de la objeción de conveniencia. Las de-
claraciones de objeción pasaron de 68.209 en 1993 a
93.279 en 1996. Los objetores reconocidos pasaron de
46.084 a 91.204. 

— Aumento también del número de plazas, pero muy por
detrás de las necesidades. Los puestos pasaron de 35.614
en 1993 a 66.514 en 1995. Como puede observarse, el
número de plazas creadas seguía siendo inferior al de ob-
jetores, lo que significa que el objetivo principal de la po-
lítica pública desarrollada hasta 1996 (poner fin a la bol-
sa de objetores pendientes de cumplir la prestación)
había fracasado. Todo hace pensar, además, que la cali-
dad de las plazas no era buena.

— Se había hecho un gran esfuerzo en la colocación de ob-
jetores, pasando de 11.929 en 1993 a 54.139 en 1995,
pero seguía existiendo una enorme bolsa de objetores
pendientes de realizar la prestación. Así, en abril de 1996
había 130.325 objetores pendientes de incorporación no
llamados, lo que implicaba un gran desfase temporal en-
tre la fecha del reconocimiento como objetor y la de in-
corporación a la prestación (MJ, 143).

3. La actuación de los poderes públicos

Ante la situación de hecho existente, se elaboró un plan de
choque, aprobado el 24 de julio de 1996 (MJ, 237-255).

El plan fijaba, como objetivos generales, los de eliminar la
acumulación de objetores pendientes de realizar la prestación,
para que en 1998 se pudieran incorporar automáticamente a di-
cha prestación social; y garantizar un cumplimiento riguroso y
eficaz para la sociedad.

Sin embargo, en el mismo plan se introducían una serie de
limitaciones que hacían dudar acerca de la consecución de esos
fines. En primer lugar, su ejecución no debía implicar aumento
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de los gastos públicos (hay que recordar que el PP llegó al Go-
bierno con un programa de austeridad presupuestaria). En se-
gundo lugar, se preveía un importante aumento de puestos,
pero sólo donde se necesitaran, no porque hubiera más necesi-
dades sociales, sino porque hubiera objetores: es decir, el crite-
rio de la utilidad social de las plazas era el de que hubiera o no
objetores para cubrirlas, convirtiéndose así la colocación de ta-
les objetores en la pauta o canon de determinación de si había o
no utilidad social.

Los objetivos concretos se cifraban en alcanzar, respectiva-
mente, 90.000, 105.000 y 120.000 plazas en 1996, 1997 y 1998.

Se preveía abrir nuevas vías de colaboración, así como pro-
fundizar las ya existentes con Comunidades Autónomas, corpo-
raciones locales, entidades religiosas y Administración del Esta-
do. Es decir, para la creación y ampliación de plazas se otorgaba
preferencia a las entidades públicas. El plan asimismo pretendía
fomentar la vía del voluntariado; optimizar, mediante la mejora
de la gestión, la completa utilización de los puestos de actividad
disponibles; fomentar reuniones con las entidades colaborado-
ras más importantes; y elaborar un nuevo Reglamento para re-
gular la materia.

El plan presuponía explícitamente que el número de objeto-
res se iba a estabilizar y que se podía aumentar el número de pla-
zas. Hay que tener en cuenta que, al existir una gran bolsa de ob-
jetores pendientes de realizar su prestación, era preciso obtener
plazas que no sólo cubrieran los nuevos reconocimientos de obje-
ción, sino que absorbieran los anteriormente existentes. A estos
efectos, se ponían muchas esperanzas en la Ley del Voluntariado. 

Como puede observarse, el plan, al igual que el de 1994, re-
nunciaba a actuar sobre la variable del reconocimiento de los ob-
jetores, es decir, se renunciaba a conseguir una reducción de la
oferta de objetores, salvo la que pudiera derivarse de la flexibili-
zación en la apreciación de causas de exención y aplazamiento,
así como de la aplicación de la Ley del Voluntariado. Se siguió
optando, pues, por una política de oferta de plazas mediante la
creación de las mismas.

4. Los resultados de la implantación del plan de choque. El
aumento del número de objetores

En contra de la hipótesis de que el número de objetores se es-
tabilizaría —muy poco realista, por otra parte—, más bien ocu-
rrió lo contrario. En 1996, 1997, 1998 y 1999 se declararon ob-
jetores, respectivamente, 93.279, 127.303, 150.581 y 164.428
personas.

A ello contribuyeron una serie de causas. El mero anuncio de
la profesionalización de las Fuerzas Armadas disparó el número
de declaraciones de objeción en los primeros meses de 1996, y

posteriormente, el aumento fue imparable. A ello hay que añadir
la importancia de la difusión por los medios de comunicación de
determinados hechos luctuosos en las Fuerzas Armadas, así
como la existencia de conflictos bélicos en los que intervenían
militares españoles44.

Pero en este periodo hay que tener en cuenta, sobre todo, un
dato externo de una gran importancia: la disminución del paro
juvenil. Las posibilidades de la juventud de encontrar un puesto
de trabajo eran muy grandes, lo cual suponía un desincentivo
para realizar el servicio militar, pues era muy difícil compatibili-
zar éste con la realización de una actividad laboral. Por el contra-
rio, dado que el nivel de exigencia de la prestación social era
muy inferior, ello contribuyó a hacer más grande el número de
quienes se declaraban objetores45. 

En este sentido, cabe observar que se contemplaba la presta-
ción como una forma de seguir llevando el ritmo normal de
vida, sin que su realización supusiera renuncia al trabajo o a los
estudios, sobre la base de que las propias entidades darían preva-
lencia de los intereses de los objetores sobre los de la prestación.
Pero esta idea inspiraba no sólo a los propios objetores y a mu-
chas de las entidades, sino incluso al propio Ministerio de Justi-
cia. Es muy significativo el convenio marco entre los Ministerios
de Asuntos Exteriores, de Justicia y de Trabajo y de Asuntos So-
ciales, relativo a programas de prestación social de objetores de
conciencia en el exterior, firmado el 23 de julio de 1997. Según
la Ministra de Justicia, para evitar que los objetores residentes en
el extranjero por motivos de trabajo o estudios tuvieran que ve-
nir a España para cumplir la prestación social, «desde esa fecha
tienen la posibilidad de realizarla en los países de residencia, eli-
minándose así el quebranto que para su formación o perspecti-
vas laborales representaba tener que desplazarse a España» (MJ,
145). Como puede observarse, la idea implícita en esta declara-
ción era la de que realmente la prestación social no iba a incidir
apenas en su vida laboral o familiar.

Las consecuencias eran obvias: dado que declararse objetor y
realizar la prestación no llevaba consigo ninguno de los inconve-
nientes del servicio militar, y sí muchas ventajas, muy pocos es-
taban dispuestos a hacer éste. 

Por otro lado, en esta época se produjo un cambio de pers-
pectiva de la sociedad, que ya se venía fraguando desde antes: en
los primeros años de funcionamiento del sistema la sociedad veía
al objetor como un sujeto cuando menos «extraño», si no sospe-
choso. En cambio, en esta época, en la que prácticamente sólo
realizaba el servicio militar quien así lo deseaba, era a estas perso-
nas a las que se comenzaba a mirar con extrañeza y sospecha. 

Por lo demás, el Consejo siguió con su política de gran am-
plitud a la hora de reconocer la condición de objetor. De esta
forma, hasta 1999 se habían presentado 903.309 solicitudes de
reconocimiento de la condición de objetor; y se habían produci-
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do 857.678 reconocimientos. Es decir, el porcentaje de recono-
cimientos sobre las solicitudes era del 94,94%. 

5. La creación de plazas

En lo relativo a la creación de plazas el plan se cumplió con
creces. La política de creación de plazas funcionó a pleno rendi-
miento. De esta forma, los puestos existentes en 1996, 1997 y
1998 eran, respectivamente, 91.601, 108.517 y 126.143. Esas
plazas se tendieron a buscar en aquellos lugares en que había
bolsa de objetores pendientes, no en aquellos lugares en que pre-
dominaban las necesidades sociales.

Pero la gran creación de plazas tuvo el precio de la nula cali-
dad de una gran parte de ellas (MJ, 280)46. Esta falta de calidad,
unida al escaso interés puesto por muchos de los objetores, daba
lugar a una escasa rentabilidad social. Es muy significativo, por
ejemplo, el informe del Defensor del Pueblo andaluz sobre Bi-
bliotecas públicas municipales, fechado en diciembre de 2000,
según el cual «la colaboración de objetores, aunque puede pro-
porcionar apoyo para cubrir determinados servicios, supone a la
postre problemas para la calidad de la gestión bibliotecaria por la
inestabilidad, poca motivación y escasa implicación de estas perso-
nas en el trabajo que desarrollan, que ha llevado, en no pocos ca-
sos, a que las personas responsables de las bibliotecas opten por
no solicitar la colaboración de objetores» (SEVILLA, 2001, pág.
340). 

Sólo en los últimos tiempos, a partir de 1999, empezaron a
suprimirse plazas (MJ, 283). La página web del Ministerio de
Justicia explicaba que ello era consecuencia del plan de mejora
de la calidad, que permitía rescindir conciertos con entidades de
escasa utilidad social. Pero el motivo real fue más bien, como
luego veremos, el de la reducción del número de objetores, no el
aumento del nivel de exigencia. 

El plan ponía el acento en los conciertos con entes públicos,
en especial Comunidades Autónomas y corporaciones locales.
De hecho, cabe observar que el mayor aumento se produjo en
plazas de este tipo de entidades y, más en concreto, en los Ayun-
tamientos (MJ, 268). Indudablemente existía una correlación
entre este dato y el hecho de que la objeción dejara de ser un fe-
nómeno urbano y no rural. Pero también concurría otra causa
aún más importante: las entidades públicas, y en particular, los
Ayuntamientos, concebían la prestación social como un servicio
más a prestar a los jóvenes —y a sus familias—; y no al contra-
rio. Quiere ello decir que predominaba en estas entidades, por
encima de los servicios que los objetores pudieran prestar a la so-
ciedad, el interés por ofertar una prestación liviana a los obliga-
dos a ella, de modo que les permitiera continuar con su vida la-
boral y familiar normal. 

También se pretendía que la propia Administración del Estado
colaborara, pero los resultados no fueron especialmente brillantes.

Por otra parte, la promoción de puestos con alojamiento y
manutención con la simultánea intención de mantener la auste-
ridad presupuestaria constituía una contradicción palmaria. De
hecho, el número de este tipo de plazas continuó reduciéndose,
quedando prácticamente limitadas a los programas de coopera-
ción internacional47.

6. Los efectos de la Ley del Voluntariado

Por lo que se refiere a los mecanismos de la Ley del Volunta-
riado, es en este periodo cuando realmente se ponen en práctica
las decisiones contenidas en dicha Ley, aunque no dieron el re-
sultado apetecido. En efecto, las convalidaciones de servicios vo-
luntarios fueron 758 (en 1996), 6.234 (en 1997), 10.770 (en
1998), y 13.168 (en 1999) (MJ, 299). Como puede observarse,
su desproporción con respecto al número de objetores reconoci-
dos en cada año era manifiesta. Lo cual demuestra que, al menos
para los objetores, el régimen de la prestación social era más
atractivo que el del voluntariado, lo que es muy sintomático de
la escasa exigencia de tal prestación, pues de lo contrario no se
explica esta preferencia de un régimen basado en la forzosidad y
coactividad sobre un régimen basado en la voluntariedad.

Porque, además, el control del sistema del voluntariado fue
mínimo. Por un lado, las solicitudes desestimadas fueron muy
escasas; y por otro lado, no se controló efectivamente la realidad
de los servicios voluntarios certificados por las entidades, certifi-
cados que servían de base al reconocimiento de tales servicios de
voluntariado.

7. La mejora de la eficacia de la gestión administrativa

En cuanto a la mejora de la eficacia de los procedimientos de
gestión, los resultados fueron importantes:

En 1998 desapareció el «llamamiento», tal como se había en-
tendido hasta entonces, y que provocaba tantos desfases tempo-
rales en la cobertura de plazas. A partir de ese año, cuando un
objetor era reconocido por el Consejo, se le enviaba el modelo
de manifestación de preferencia a fin de poder ser incorporado
inmediatamente salvo falta de puesto de actividad48, consiguien-
do así no interrumpir los servicios de los objetores a causa del
lapso entre el licenciamiento de uno y la incorporación del si-
guiente a un mismo puesto.

Además, desde mediados de 1997 se puso en práctica el sis-
tema del mutuo acuerdo, en virtud del cual una entidad se com-
prometía a admitir la incorporación de un objetor concreto —y
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el Ministerio de Justicia a autorizarlo de manera inmediata—,
con la particularidad de que ese objetor no ocupaba plaza con-
certada. Las ventajas del sistema eran varias: desde el punto de
vista de la entidad, le permitía incorporar objetores en los que
estaba interesada; desde el punto de vista del objetor, permitía su
incorporación prácticamente inmediata; y desde el punto de vis-
ta del Ministerio de Justicia, permitía una reducción de la bolsa
de objetores pendientes.

Sin embargo, la puesta en práctica del sistema del mutuo
acuerdo y el hecho de que el reconocimiento de la condición de
objetor obligaba a éste a elegir destino dio lugar al siguiente efec-
to, sobre todo en localidades donde sólo había una entidad (nor-
malmente, el Ayuntamiento). Al verse obligado a elegir destino,
el objetor se dirigía a esa entidad para que aceptara su incorpora-
ción por mutuo acuerdo. Ésta no solía negarse, a pesar de que
no era capaz de dar ocupación efectiva a todos ellos, ya que ante-
ponía el interés del objetor a la posible utilidad social que éste
pudiera aportar. Lo cual ocasionaba que la realización de la pres-
tación se concretara en un mero estar a disposición de la entidad.
Es decir, el contenido de la prestación social era mínimo, lo que
redundó en convertir a estos entes en una oficina de colocación
pensando más en los objetores que en las actividades que podían
realizar y, simultáneamente, un ejemplo, para los sucesivos aspi-
rantes a objetor, al constatar la gran liviandad de la obligación
sustitutoria del servicio militar.

Pero también hubo dificultades. En particular, un problema
fundamental fue el de la asignación indiscriminada de objetores a
los programas y entidades. Determinados programas exigían de-
terminados perfiles de objetor, lo que era difícil de conseguir ante
la masificación del sistema, y que se palió con la posibilidad de
que las entidades designaran nominativamente a objetores con-
cretos mediante el sistema de incorporación por mutuo acuerdo.

Asimismo, se produjo un importante aumento de la aplica-
ción del régimen disciplinario en los casos de objetores conflicti-
vos49, pero ello exigía una colaboración de las entidades que no
siempre se producía.

8. La evolución de la bolsa de objetores pendientes de
realizar la prestación

Entre 1996 y 1998 continuó existiendo una gran bolsa de
objetores pendientes de incorporación, con las consiguientes tar-
danzas en su llamamiento50. Sin embargo, la adopción de las
medidas arriba citadas y, en especial, la de la incorporación por
mutuo acuerdo, dio lugar a que a mediados de 1998, aumentara
extraordinariamente el número de quienes habían realizado o se
encontraban realizando la prestación, produciéndose en muchos
casos la incorporación del objetor en un plazo muy breve. El
plan efectivamente permitió colocar a un gran número de obje-

tores. Así, en abril de 1996 habían pasado 39.732 objetores a la
reserva por cumplimiento de la prestación social; entre esa fecha
y 30 de septiembre de 1998 lo hicieron 220.114 objetores. Ello
no obsta para que si en unos lugares la incorporación se realizaba
de forma muy rápida, en otros era mucho más lenta (MJ, 144),
por la falta de adecuación en el plano geográfico entre la existen-
cia de plazas y la existencia de objetores.

Por otra parte, todo hace pensar que se siguió una política de
gran flexibilidad a la hora de reconocer exenciones y aplazamien-
tos. Cabe observar que hasta 1999 se habían producido 857.678
reconocimientos de la condición de objetor de conciencia, ha-
biendo realizado la prestación 482.527 objetores, lo que repre-
sentaba el 56,25 % de los reconocidos. El dato es revelador de
que poco más de la mitad de los objetores reconocidos realizaron
la prestación, lo que confirma la impresión social de que había
más posibilidades de eximirse de las obligaciones por esta vía que
por la del servicio militar.

9. La promulgación de una nueva Ley de Objeción de
Conciencia y de la Prestación Social Sustitutoria 
(Ley 22/1998, de 6 de julio) y sus efectos

El desarrollo de la política pública diseñada desde el Ministe-
rio de Justicia se vio perturbado por la intervención de otros ac-
tores políticos. En concreto, el grupo CiU consiguió que las
Cortes tramitaran una nueva Ley de Objeción de Conciencia y
de la Prestación Social Sustitutoria, que fue aprobada el 6 de ju-
lio de 199851.

Esta Ley, indudablemente impuesta como consecuencia del
apoyo del grupo CiU al gobierno minoritario del PP, modificó
sustancialmente en algunos aspectos el régimen de la objeción y
de la prestación social. En primer lugar, la declaración de obje-
ción realizada hasta el día inmediatamente anterior a la fecha de
incorporación al servicio militar suspendía automáticamente di-
cha incorporación. 

Se modificaba, además, la composición del Consejo Nacional
de Objeción de Conciencia, incluyendo entre sus miembros a un
representante sindical y otro de las entidades de Voluntariado.

La nueva Ley igualaba la duración de la prestación social con
la del servicio militar (9 meses). Los promotores fundamentaban
este cambio en que la diferente duración entre la prestación social
y el servicio militar constituía una discriminación con respecto a
quienes realizaban aquélla. Curiosamente el propio Ministerio de
Justicia acogía el argumento (MJ, 145), ignorando la propia reali-
dad de los hechos de una prestación social en todos los sentidos
incomparablemente más benigna que el servicio militar.

Asimismo, se establecía un plazo máximo de espera de tres
años entre el reconocimiento de la condición de objetor y el ini-
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cio del periodo de actividad, de forma que si en ese plazo no se
producía la incorporación a la prestación por causa no imputa-
ble al objetor, éste pasaría a la situación de reserva.

La Ley fue desarrollada por un nuevo Reglamento (Real De-
creto 700/1999, de 30 de abril), con escasas modificaciones res-
pecto del anterior, salvo las impuestas por las novedades de la Ley.

¿Qué consecuencias prácticas derivaron de tales modificacio-
nes normativas?

La ampliación del periodo de declaración de objeción causa-
ba evidentes problemas organizativos a las Fuerzas Armadas, ya
que era prácticamente imposible conocer con una cierta antela-
ción el número de militares de reemplazo que al final acabarían
incorporándose a cada Unidad. Curiosamente, durante los me-
ses anteriores a la aprobación de la Ley el Ministerio de Defensa
había planteado la propuesta de adelantar la declaración de obje-
ción con suspensión de incorporación a la fecha anterior a aque-
lla en que se realizaba el sorteo de destinos militares (noviembre
del año anterior al de incorporación)52.

La modificación de la composición del Consejo Nacional de
Objeción de Conciencia carecía de todo sentido. Primero, por-
que este órgano se había mostrado absolutamente prescindible e
inoperante. Segundo, porque si de lo que se trataba era de eva-
luar la seriedad de una declaración de objeción, no parece que
los nuevos miembros tuvieran mucho que decir. Por otra parte,
si se incluía un representante de las entidades de Voluntariado,
¿por qué no incluir un representante de los entes públicos, que
al fin y al cabo aportaban el mayor número de plazas para la rea-
lización de la prestación social e incluso del voluntariado? Ade-
más, de esta forma los representantes de la Administración del
Estado perdían su mayoría, lo que constituía, por lo demás, la
prueba más palpable de la nula relevancia que concedía ya por
estas fechas el Ministerio de Justicia a este órgano, pues en caso
contrario hubiera sido difícil que admitiera esta situación.

La reducción de la prestación social a 9 meses produjo un
doble efecto. Por un lado, sirvió para hacer menos atractivo to-
davía el servicio militar en beneficio de la prestación social, lo
que indudablemente supuso un aumento de declaraciones de
objeción.

Frente a ello, la reducción de 13 a 9 meses de la prestación
significaba que, a lo largo de un año, por un mismo puesto po-
día rotar más de un objetor, es decir, permitía absorber un ma-
yor número de objetores. Por de pronto, como consecuencia de
la entrada en vigor de la Ley en julio de 1998, pasaron a la reser-
va todos los objetores que en aquel momento llevaban más de 9
meses de prestación. 

Sin embargo, es dudoso que este aumento de puestos dispo-
nibles prevaleciera sobre la ampliación de objetores que implica-
ba y sirviera para descongestionar la bolsa de los mismos. Hay

que tener en cuenta que por entonces el sistema del mutuo
acuerdo, en virtud del cual las entidades podían aceptar la incor-
poración de objetores aun cuando ya estuvieran todas las plazas
cubiertas, hacía que el número teórico de plazas concertadas
apenas fuera significativo.

En cuanto al plazo de caducidad de tres años, permitió pasar
a la reserva directamente a 48.332 objetores (MJ, 146). Lo cual
revela que, a pesar del aumento del número de puestos, conti-
nuaba existiendo una gran bolsa que al cabo de los años seguían
sin ser llamados para su incorporación, así como las dificultades
para colocar a determinados objetores.

10. Otras incidencias externas

En el desarrollo de la política pública hay que prestar nueva-
mente atención a la actividad legislativa y judicial en el campo
jurídico penal.

La Ley Orgánica 7/1998, de 5 de octubre, volvió a suavizar
las penas, igualando además las previstas en el Código Penal para
los delitos contra el deber de cumplimiento de la prestación so-
cial y contra el deber de prestación del servicio militar. 

Por lo que se refiere a la actividad judicial, hay que destacar
dos aspectos con amplia relevancia periodística, en esta época en
la que ya no se imponen penas privativas de libertad: por un
lado, la doctrina del Tribunal Supremo absolviendo a personas
que no habían realizado la prestación social con el argumento de
que habían sido llamados a la prestación cuando ya había cadu-
cado el plazo para ello. Por otro lado, estaba la tendencia de los
jueces encargados de juzgar estos delitos a demorar la celebra-
ción de los juicios, en la creencia de que, una vez decidido el fin
del servicio militar y la prestación social sustitutoria, carecía de
sentido juzgar estos asuntos, bien por apreciar la falta de un bien
jurídico protegido, bien por entender que una futura Ley despe-
nalizaría la materia con efectos retroactivos53. 

6. La terminación de la
política pública

En los últimos tiempos de repente empezó a reducirse a pa-
sos agigantados la bolsa de objetores pendientes de realizar la
prestación social, en lo que incidieron varios factores.

En primer lugar, comenzó a manifestarse un nuevo e inquie-
tante fenómeno: los efectos de la disminución de la natalidad,
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que daba lugar a que el número de jóvenes que cumplían los 18
años fuese mucho más reducido que los de años anteriores. 

Asimismo, hay que tener en cuenta otro dato: las normas re-
glamentarias permitían que los objetores manifestaran su prefe-
rencia por realizar la prestación hasta los 24 años. Lo cual signifi-
ca que si en 1997 una persona contaba con 18 o 19 años, podía
manifestar su preferencia para hacerlo a los 24 años, es decir, a
partir de 2002, lo que de hecho le eximía de todo tipo de obliga-
ción54. De esta forma, gran parte de los nacidos a partir de 1 de
enero de 1978 pudo eximirse legalmente de la prestación social.
Por lo demás, se produjo un notable aumento de las solicitudes
de aplazamiento, claramente motivadas por el deseo de alcanzar
la fecha de suspensión del servicio militar y de la prestación55.

La Ley 17/1999, de 18 de mayo, suspendió la prestación del
servicio militar obligatorio a partir del día 31 de diciembre de
2002, aunque autorizaba al Gobierno para que, en función del
proceso de profesionalización de los Ejércitos, pudiera modificar
las fechas determinadas para acortar el periodo transitorio. 

Ya por entonces era evidente el escaso éxito de la profesiona-
lización de las Fuerzas Armadas. Apenas había candidatos para
muchas de las plazas convocadas. Sin embargo, era imposible
dar marcha atrás sin un elevado coste político.

En el año 2000 se celebraron nuevas elecciones generales. El
PSOE en su programa electoral había propuesto la suspensión
del servicio militar y de la prestación social a partir de 1 de enero
de 2001. El Partido Popular reaccionó proponiendo el adelanta-
miento de la suspensión del servicio militar y la prestación social
a partir del 1 de enero de 2002. Esta propuesta fue confirmada
en el discurso de investidura del Presidente del Gobierno. 

El Real Decreto 247/2001, de 9 de marzo, adelantó a 31 de
diciembre de 2001 la fecha de suspensión del servicio militar y,
poco después, el Real Decreto 342/2001, de 4 de abril, suspen-
día a partir de esa misma fecha la prestación social sustitutoria
del servicio militar. 

Entre tanto, se planteó la cuestión de qué ocurriría, cuando
se suspendiera la prestación social, con las tareas que venían rea-
lizando los objetores. Se estudió la implantación de un servicio
civil para fines de interés general sobre la base del voluntariado,
y desligado de toda idea de subsidiariedad con respecto a las
obligaciones militares. Sin embargo, inmediatamente surgieron
las críticas: los sindicatos y la oposición reprochaban que con
ello se pretendía ocupar puestos de trabajo; las Comunidades
Autónomas, por su parte, entendían que la gestión de ese servi-
cio les correspondía a ellas, para lo cual reclamaban los recursos
económicos antes destinados a la prestación social. Asimismo, el
Ministerio de Justicia consideraba que realmente sólo un 25 o
30% de los puestos ocupados por objetores tenía una utilidad
social, y que la mayor parte de los puestos se había creado con el
único fin de hacer frente a la avalancha de objetores, por lo que
su eliminación no causaría excesivos problemas56. En estas cir-
cunstancias, el Ministerio de Justicia, a la vista de que la implan-
tación de un servicio civil podía crear más inconvenientes que
ventajas, consideró prudente olvidar tales proyectos, es decir,
adoptó la política de no hacer nada.

El colofón fue la Ley Orgánica 3/2002, de 22 de mayo, que
dejó sin contenido los arts. 527 y 604 del Código Penal, es decir,
los delitos de insumisión a la prestación social y al servicio mili-
tar obligatorio, y además con carácter retroactivo, ya que orde-
naba revisar todas las sentencias condenatorias no ejecutadas to-
talmente, cancelar de oficio los antecedentes penales derivados
de dichos delitos, incluso en el supuesto de sentencias totalmen-
te ejecutadas; y sobreseer y archivar todos los procedimientos pe-
nales en los que no hubiera recaído sentencia firme57. 

Se ponía así fin a esta política pública igualando a los que hi-
cieron el servicio militar o la prestación social sustitutoria, y a los
que no hicieron ni uno ni otra, con independencia de los moti-
vos. Con ello evidentemente se evitaban numerosos problemas
políticos, pero mostraba a las claras el valor que los poderes pú-
blicos daban a estas prestaciones forzosas y, en especial, a la pres-
tación social sustitutoria58.
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